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PROYECTO DE LEY AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA 

 
 
 

RELACIÓN DE DOCUMENTOS 
 
Nº de 
orden 

Denominación del documento Accesibilidad 
 

Criterio o 
criterios que 
da lugar al 
carácter 
reservado1  

1 Observaciones de la Unidad de Igualdad de Género, de 14 de 
octubre de 2015 

Accesible  

2 Informe de evaluación del enfoque de los derechos de la 
infancia, de 30 de octubre de 2015 

Accesible 
 

 

3 Informe de la Secretaría de Acción Exterior, de 16 de 
noviembre de 2015 

Accesible 
 

 

4 Informe del Consejo Audiovisual de Andalucía, de 25 de 
noviembre de 2015 

Accesible 
 

 

5 Informe del Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias, 
de 25 de noviembre de 2015 

Accesible 
 

 

6 Informe del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, de 2 de 
diciembre de 2015 

Accesible 
 

 

7 Informe de la Dirección General de Planificación y Evaluación, 
de 2 de diciembre de 2015 

Accesible  

8 Informe de la Secretaría General para la Administración 
Pública, de 3 de diciembre de 2015 

Accesible  

9 Informe del Consejo de Defensa de la Competencia, de 24 de 
mayo de 2016 

Accesible  

10 Valoración de observaciones realizadas en trámite de 
audiencia e información pública 

Accesible  

11 Informe de la Dirección General de Presupuestos, de 11 de 
noviembre de 2016 

Accesible  

12 Informe de la Secretaría General Técnica, de 14 de noviembre 
de 2016 

Parcialmente 
accesible 

2 

13 Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería, de 17 de 
abril de 2017 

Accesible  

14 Informe del Gabinete Jurídico, de 20 de abril de 2017 Accesible  
15 Valoración del informe del Gabinete Jurídico Accesible  
16 Dictamen del Consejo Económico y Social, de 19 de junio de 

2017 
Accesible  

17 Valoración del dictamen del Consejo Económico y Social, de 
27 de junio de 2017 

Accesible  

18 Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía, de 27 de julio 
de 2017 

Accesible  

19 Valoración del dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía   
                                                           
1 Punto Quinto del Acuerdo de 17 de diciembre de 2013, del Consejo de Gobierno, Criterios: 1.-Intimidad de las personas, 2.- Protección 
de datos de carácter personal, 3.- Seguridad pública, 4.-Funciones administrativas de vigilancia, inspección y control, 5.-Secreto industrial 
y comercial, 6.-Protección del interés general y de los derechos e intereses legítimos de terceros, 7.- Otros. 

CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN LOCAL Y 
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CONSEJERÍA DE  
Viceconsejería 

C/ 
 

de 27 de julio de 2017 
 
En virtud de lo establecido en el Acuerdo de 17 de diciembre de 2013, del Consejo de Gobierno, por el que se 
adoptan medidas para la transparencia del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, y dando 
cumplimiento a las Instrucciones de coordinación para asegurar la homogeneidad en el tratamiento de la 
información en cumplimiento de lo establecido en el citado Acuerdo, se emite la presente propuesta sobre la 
aplicación de los límites de acceso de los documentos que integran el expediente relativo al asunto indicado. 
 

.Sevilla, 31 de julio de 2017 
 
 
 
 

Fdo.: Fernando López Gil 
VICECONSEJERO DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN LOCAL 

 Y MEMORIA DEMOCRÁTICA 
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ALEGACIONES DEL CONSEJO AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA  
AL ANTEPROYECTO DE LEY AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA 

Índice general:     pág. 

I. Introducción       2 

II. Observaciones generales     3 

III. Observaciones al articulado     6 

 

 

1. INTRODUCCION 

Dentro del plazo establecido en la ley y de acuerdo con la comunicación de la Secretaría 

General Técnica de la Consejería de la Presidencia y Administración Local recibida el pasado 6 

de Noviembre, el pleno del Consejo Audiovisual de Andalucía en sesión celebrada el día 25 de 

Noviembre, ha aprobado el documento que se adjunta y que constituye el Informe Preceptivo de 

este órgano al Anteproyecto de Ley Audiovisual de Andalucía de conformidad con lo 

previsto en la normativa de aplicación. 

Con carácter previo al examen más pormenorizado del texto, el CAA quiere dejar 

constancia una vez más de la oportunidad de esta Ley que puede calificarse de esperada por el 

sector. También es preciso dejar expreso que el anteproyecto que ahora se informa por el Pleno 

del CAA, ha sido objeto de un proceso previo de debate y aportación de sugerencias con todo el 

sector mediante la Mesa de Ordenación e Impulso del Sector Audiovisual en la que ha 

participado este CAA aportando un documento general con las propuestas de este órgano que 

damos por reproducido en éste trámite. 

Entendemos muy adecuado el esfuerzo de consenso e inclusión de las propuestas del 

sector en el texto aunque en ocasiones se puedan advertir algunas dificultades de técnica 

legislativa para integrarlas en un texto sistemático como es una ley. Muchas de las aportaciones 

del CAA han sido observadas pero apreciamos carencias importantes que serán objeto de 

análisis en este informe. 

Tenemos que tener presente que el texto está en fase de anteproyecto y que una vez 

convertido en Proyecto de Ley por el Gobierno, se remitirá al Parlamento para su tramitación 

donde está prevista una fase de comparecencia de agentes sociales ante la correspondiente 

Comisión en la que, sin duda, este CAA tendrá la oportunidad de volver a aportar sus 

sugerencias y propuestas para el debate y aprobación de la ley 
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2. OBSERVACIONES GENERALES 

Como observaciones generales al texto cabe destacar las numerosas alusiones del 

Anteproyecto a la Administración de la Junta de Andalucía. Él CAA forma parte de la Junta 

de Andalucía pero no es parte de su Administración. Estas referencias las entendemos como 

inadecuadas e inexactas.  

Observamos que el CAA queda excluido en materias sobre las que sí ostenta 

competencias, en concreto: 

- Título I Disposiciones Generales. Artículo 2 a) y b). Ámbito de aplicación. 
 
- Título II Los Derechos de la ciudadanía y servicios de comunicación audiovisual. 

Artículo 10 (Derecho a una comunicación audiovisual transparente). 
 
- Título III De la Administración audiovisual. Capítulos I, II y III. 
 
- Título IV Inspección y Sanción. 

El tratamiento dado por el Anteproyecto al CAA se remite en la mayoría de los casos a su 

norma de creación y al reglamento que la desarrolla, sin completar ni añadir nada nuevo lo que 

creemos debe ser corregido en una Ley audiovisual con vocación de compilación normativa en la 

materia y de adecuación a las nuevas realidades del sector. 

Por ejemplo se relega la actuación del CAA a los incumplimientos de la normativa en 

materia de contenidos cuando debería referirse "en materia audiovisual y de publicidad", que 

son los términos empleados por la ley de creación del Consejo y su reglamento orgánico y de 

funcionamiento (ROF). 

Otro ejemplo, no consta entre las infracciones graves la del incumplimiento de las 

instrucciones y decisiones de la autoridad audiovisual tal como lo recoge el artículo 58.5 de la 

LGCA, y sanciona sólo las realizadas por la Consejería competente en materia de medios de 

comunicación social (artículo 93 b) del Anteproyecto. 

La aprobación de esta ley autonómica debe constituir la oportunidad para reconocer al 

CAA la potestad reglamentaria con la que ya cuentan todos los organismos reguladores 

europeos. Dotar a la autoridad audiovisual de cierta capacidad normativa a la hora de dictar 

instrucciones o recomendaciones es imprescindible para el efectivo cumplimiento de sus 

funciones. 
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La actual Ley de creación del CAA deberá ser objeto también en su momento de revisión 

y actualización por lo que se debe armonizar con la introducción de un nuevo órgano en la 

estructura de la Administración audiovisual: el Consejo de Participación Audiovisual de 

Andalucía (artículo 12) para no duplicar las funciones de ambos organismos. Las alusiones al 

mismo son escasas a lo largo del articulado de la norma que se limita a proponer su creación y 

a enmarcar sus principales funciones, posponiendo su regulación a un futuro desarrollo 

reglamentario 

Reiterando las alegaciones que en su día se aportaron a la MOISA tenemos que advertir 

la duplicidad de funciones asignadas al nuevo órgano con respecto a las que por ley tiene 

asignadas el CAA: 

1- El Consejo de Participación se configura como un órgano asesor de la Administración de 

la Junta de Andalucía. También el CAA tiene atribuidas, entre sus funciones, la de 

asesorar al Parlamento, al Consejo de Gobierno y a las Corporaciones Locales de 

Andalucía, en los términos que regule su Reglamento Orgánico y de Funcionamiento, en 

materias relacionadas con la ordenación y regulación del sistema audiovisual. 

2- Nace con la finalidad de garantizar los derechos de la ciudadanía en relación con los 

servicios de comunicación audiovisual prestados en el ámbito de aplicación de la Ley. 

Esta es, precisamente, la principal función reconocida por su normativa reguladora, al 

CAA.  

3- Deberá emitir un informe previo al Plan General de inspección de la Consejería 

competente en materia de comunicación social. Competencia que igualmente comparte 

con el CAA (Artículo 89).  

Además, el Anteproyecto establece la obligación, en relación con la prestación del 

servicio público de ámbito local, de disponer de un consejo de participación audiovisual (artículo 

41.6 e) que, al igual que el Consejo de Participación previsto en el artículo 12, debe ser 

representativo de la ciudadanía y los agentes sociales locales 

Observamos con especial preocupación que el Anteproyecto de ley apenas dedica 

espacio a Internet y la nuevas Tecnologías de la Información y de la Comunicación, y si bien es 

cierto que el servicio de comunicación audiovisual se presta fundamentalmente a través del 

espacio radioeléctrico, este no es el único sistema de prestación de este servicio. 
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El Anteproyecto debería referirse al menos a la necesidad de regular y controlar de algún 

modo la prestación del servicio de comunicación audiovisual mediante estas tecnologías. En 

particular, el servicio de comunicación audiovisual a petición que los prestadores de servicio 

lineal ofrecen a través de sus páginas web. 

Se echa en falta la ampliación de la regulación audiovisual al ámbito de internet, 

especialmente en la defensa de los menores frente a los contenidos que se difunden por este 

medio, actualmente carente de señalización orientativa, filtrado y mecanismos de control 

parental. 

Son varios los aspectos de los prestadores del servicio de comunicación no lineales que 

deberían regularse. Por ejemplo, la financiación anticipada de obra europea y los métodos para 

el cálculo del porcentaje de obras europeas ofrecidas en los catálogos. O la previsión de obligar a 

las radios y televisiones (bajo competencia autonómica) que emitan por internet, a comunicar 

sus actividades para incorporarse a un registro. 
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3. OBSERVACIONES AL ARTÍCULADO 

A continuación se detallan las observaciones que con carácter específico el Consejo 

Audiovisual de Andalucía realiza al articulado del anteproyecto de Ley Audiovisual de Andalucía. 

 
TÍTULO II 

LOS DERECHOS DE LA CIUDADANIA Y SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 
AUDIOVISUAL 

 

Artículo 7. Pluralismo en la comunicación audiovisual  

El Anteproyecto no delimita “in extenso” el concepto de pluralismo, estableciendo las 

exigencias que, como principio esencial de la democracia, deben exigirse tanto a medios 

públicos como privados. 

Este aspecto ha sido tratado en todas las comparecencias del CAA en el Parlamento, 

concitando el acuerdo de todos los grupos respecto a la necesidad de un desarrollo legislativo 

que permita, sobre la base de unos criterios claros y objetivos en línea con los existentes en 

otros países europeos, la intervención del CAA al respecto. Dicha intervención no 

necesariamente sería mediante la imposición de sanciones.  

El CAA considera que debe redactarse este artículo de manera más completa (como lo 

hace la LGCA, a. 4: diversidad de contenidos, géneros e intereses de la sociedad) 

Además, se ha de diferenciar el pluralismo externo, al que refiere implícitamente el 

artículo, y el pluralismo interno, que no está presente en el Anteproyecto como asi lo hace la 

LGCA en su artículo 4. 

En lo que respecta a la “diversidad política, cultural y social de Andalucía”, el artículo 

debería remitir a algunos aspectos esenciales como la étnica, de género o clase social. 

El artículo debe hacer referencia al CAA como institución responsable de velar por el 

pluralismo y su capacidad para establecer criterios, instrucciones, e intervenciones que permitan 

preservar el pluralismo en todas sus manifestaciones en los prestadores de comunicación 

audiovisual sujetos a las competencias del CAA. Además, dada la complejidad de establecer 

criterios interpretativos sobre el pluralismo político, en concreto, este artículo debería remitir a 

las prescripciones que en su caso delimite el CAA. 
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Artículo 8. Derechos de los menores.  

Existen determinados colectivos que, a juicio de las instituciones europeas y de toda la 

sociedad, merecen una especial protección frente a los contenidos audiovisuales. Uno de estos 

colectivos es el de las personas menores de edad. En consecuencia, tanto la LGCA, como el 

Anteproyecto dedican un precepto al reconocimiento de sus derechos en materia audiovisual 

(artículos 7 LGCA y 8 del Anteproyecto). 

Ambos textos normativos establecen una serie de prohibiciones que suponen una 

protección de las personas menores de edad, frente a la actividad de los medios de 

comunicación audiovisual. Sin embargo, algunas de estas restricciones, como la relativa a los 

juegos de azar, al esoterismo y las paraciencias, o a las comunicaciones comerciales que 

promueven el culto al cuerpo y rechazo a la autoimagen mediante comunicaciones comerciales,  

no deberían referirse en exclusiva a la protección de este colectivo. Por el contrario, la protección 

a este respecto debería extenderse a todos, o a gran parte de los consumidores.  

El CAA considera que deben utilizarse las expresiones y edades de manera más 

coherente con los sistemas de clasificación por edades de productos audiovisuales. Así excepto 

las categorías “especialmente recomendado para la infancia” y “apto para todos los públicos”, la 

terminología adecuada es la de “no recomendado”, por lo que introducir el término 

“recomendar” contenidos para unos determinados segmentos de edad puede conducir 

inevitablemente a la confusión. 

En cuanto a las edades, consideramos que, a efectos de homogeneizar los tramos de 

edad, se debe aludir a “no recomendado para menores 12 años” e introducir el tramo “no 

recomendado para menores 16 años”. Esta modificación se adecua a la gradación por edades 

tanto del Instituto de Cinematografía y de las Artes Audiovisuales (ICAA) como del Código de 

Autorregulación sobre Contenidos Televisivos e Infancia suscrito por los principales operadores 

en abierto de ámbito estatal y autonómico. Hay que insistir en que esta gradación, que de 

acuerdo con la Ley 7/2010 debe ser la aplicable, ha sido ya validada por la Comisión Nacional 

de los Mercados y la Competencia (CNMC) en su resolución de 23 de junio de 2015. En una ley 

de nuevo cuño audiovisual autonómica, carece de sentido utilizar terminología y tramos de edad 

que generan confusión y han quedado obsoletas incluso en la propia LGCA 

Además, la redacción puede parecer confusa. La prohibición de contenidos que puedan 

perjudicar el desarrollo físico o psíquico de los menores, según la LGCA afecta a todo el horario 

infantil, por lo que solo podrán emitirse de 23 a 6 horas (según lo establecido en el punto g) de 

este mismo artículo), y no únicamente, como parece indicar el literal redactado “en estas franjas 

de protección reforzada”. 
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Por otra parte, no pueden emitirse nunca, (tampoco a través de internet) y constituyen 

una infracción “muy grave” (LGCA, a. 57.1) los contenidos que fomenten el odio, el desprecio o 

la discriminación por razón de cualquier circunstancia de índole personal, familiar, social o por 

razón de género. 

Entre los contenidos que perjudican a los menores debe incorporarse específicamente 

“los que fomentan actitudes, conductas y estereotipos sexistas”.  

En lo que se refiere al apartado e) Reiteramos lo expresado anteriormente. La 

terminología adecuada es la de “no recomendado”, por lo que introducir el término 

“recomendar” contenidos para unos determinados segmentos de edad puede conducir 

inevitablemente a la confusión. 

Respecto a la señalización, el CAA considera que se debe incluir de manera obligatoria 

en todos los contenidos emitidos en TV, tanto los lineales como a petición y mantenerse, 

independientemente de la calificación de edad, a lo largo de todo el programa.  

Sobre las pevisiones del apartado g), creemos que debe incluirse expresamente la 

siguiente expresión al fina ..."lque tendrá en cuenta, (como mínimo) el  marco de los estándares 

y criterios básicos establecidos  a nivel nacional." 

El CAA considera que este inciso garantiza, pero no limita, la adecuada homogeneización 

y homologación en el etiquetado de todos los contenidos audiovisuales. 

Sobre el apartado h) debe señalarse que el proyecto salva una contradicción existente en 

la LGCA al limitar los programas relacionados con el esoterismo y la paraciencia, entre las 23 y 

las 6 horas, en tanto que la LGCA los limita a la franja entre las 22 y las 7 horas, ampliando en 

una hora más (hasta las 7 horas) el horario protegido general (de 6 a 22 horas).  

Sin embargo, el proyecto deja al margen de la regulación una realidad palpable (que 

afecta también a otros ámbitos territoriales del Estado) en la Comunidad Autónoma de 

Andalucía, que es la emisión de contenidos de videncia, esoterismo y paraciencia puesto que no 

responden al concepto de programa sino que constituyen espacios de televenta según la propia 

normativa nacional  y comunitaria. 

Al respecto, el CAA elaboró un informe y se pronunció en la Decisión 05/2013 del 

Consejo Audiovisual de Andalucía, sobre la regulación de los programas relacionados con el 

esoterismo y las paraciencias, ante la alarmante y generalizada emisión de este tipo de 

contenidos en los prestadores andaluces sin licencia e, incluso  con licencia local o autonómica.  
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(http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decisi

on-52013-),  

El CAA considera necesario que el proyecto aluda a este tipo de comunicaciones 

comerciales imponiendo, al menos, las restricciones que la LGCA impone a la televenta, así 

como su prohibición en horario protegido. 

Por último, es necesario expresar que el sistema de codificación (apartado j) deberá 

estar homologado según los criterios y estándares establecidos por la autoridad audiovisual.  

En cuanto al punto 5 de este artículo, debe referirse al horario de protección al menor, 

de acuerdo con la lgca: (de 6 a 23 horas, según el anteproyecto), por lo que es incorrecto 

referirse a las “franjas de horario de protección reforzada” 

La LGCA contiene otra limitación relativa a uno de los principios básicos del proyecto: la 

igualdad entre mujeres y hombres. El anteproyecto no profundiza en esta referencia, siendo 

como es una preocupación compartida y en la que están comprometidos todos los poderes 

públicos. 

El CAA ha puesto reiteradamente de manifiesto la preocupación por la pervivencia de 

estereotipos sexistas en los contenidos y, de manera persistente, en la publicidad, especialmente 

la dirigida a menores. Por todo ello, se considera que la publicidad en general, y muy 

especialmente en el contexto de la regulación de los derechos del menor, debe incluirse la 

referencia que la LGCA realiza al respecto y que en el anteproyecto podría ser del siguiente 

tenor: 

"No deben incitar conductas que favorezcan la desigualdad entre hombres y mujeres, ni 

contener estereotipos de género que fomentan actitudes, conductas y comportamientos sexistas 

y discriminatorios”. El Consejo audiovisual de Andalucía, en el ámbito de sus funciones, velará 

por la eliminación de estereotipos de género en la publicidad; elaborará los  estudios e informes 

pertinentes e impulsará los procesos de corregulación y autorregulación del sector. Los menores 

tienen derecho a que los prestadores del servicio de comunicación desarrollen códigos de 

conducta relativos a la comunicación comercial audiovisual inadecuada sobre alimentos y 

bebidas que contengan nutrientes y sustancias cuya ingesta excesiva no sea recomendable en la 

dieta total, que se incluya o acompañe en los programas infantiles. " 

El CAA considera que la redacción del punto 6 puede verse completada por la redacción 

del a. 7.4. de la LGCA. 

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decision-52013-
http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decision-52013-
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Por otra parte, como se ha puesto de manifiesto por la OMS, es preciso incidir de 

manera contundente en el problema de la obesidad, especialmente la infantil, que es creciente y 

ha llegado a ser considerado como la pandemia del siglo XXI. A idénticas conclusiones llegan los 

informes de la OCDE y en España de la AESAM. Las últimas recomendaciones emanadas de la 

OMS insisten en la necesidad de intervenir decididamente en el ámbito de los medios de 

comunicación, especialmente en la publicidad, con el fin de limitar el impacto que la publicidad 

de determinados alimentos y bebidas tiene sobre los menores y el constante aumento de la 

obesidad y el sobrepeso en este sector de población.  

En 2012, el CAA elaboró un Informe y propuestas de intervención sobre publicidad de 

alimentos y menores, en el que se revisaba el estado de la cuestión en Andalucía así como las 

medidas adoptadas en los países de nuestro entorno. En todos ellos existen limitaciones legales 

para la emisión de publicidad de alimentos dirigida a menores o emitida en horario de protección 

de menores y en todos ellos se considera que la autorregulación no es suficiente, debido en gran 

parte a las dificultades de obtención de consenso y compromisos estables. Así, por ejemplo 

OFCOM, dentro del paquete de medidas que se han ido implementando progresivamente, 

cuenta con la prohibición desde enero de 2009 de la publicidad y el patrocinio de los alimentos 

altos en grasas, sales y azúcares (HFSS), ello durante o entre los programas dirigidos 

específicamente a la infancia o que hagan una apelación a los menores de 16 años, además de 

en los canales especializados en programación infantil. Por otro lado, también se prohíbe el uso 

de personajes o personas famosas, ofertas promocionales y reclamos saludables en la 

publicidad de alimentos HFSS dirigidos a los menores en edad preescolar o de estudios 

primarios. 

Por su parte, los resultados del informe del CAA ponen de manifiesto que la presión 

publicitaria a la que están sometidos los menores en Andalucía es muy importante, pues el 78% 

de los anuncios de cualquier sector publicitario y el 81% de la publicidad de alimentos destinada 

a menores (P.A.D.M.) se emiten dentro del horario de protección de menores.  

Por todo ello, el CAA considera que el proyecto, además de contemplar la promoción e 

impulso de la autorregulación en esta materia, debe recoger limitaciones expresas en horario de 

protección infantil (o, al menos, en las franjas de protección reforzada) para la publicidad de 

alimentos y bebidas que contengan nutrientes y sustancias con un efecto nutricional o fisiológico, 

en particular aquellos tales como grasas, ácidos transgrasos, sal o sodio y azúcares. 

El punto 7 de este art. 8 que comentamos, dice literalmente "Queda prohibida la 

publicidad indirecta, no diferenciada o encubierta durante la emisión de programas dirigidos a 

personas menores de edad. " 
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No queda claro qué se quiere indicar con este apartado. Esta publicidad está prohibida 

siempre, independientemente del público al que se dirija (a. 18.2 LGCA). Además, la publicidad 

siempre debe estar claramente diferenciada de los programas (a. 14.2 LGCA). Por otra parte, 

hay que recordar que la LGCA (a. 17.4) prohíbe el emplazamiento de producto en la 

programación infantil. El proyecto no indica esta prohibición. 

Artículo 9. Derechos de las personas con discapacidad  

El propio anteproyecto de ley, el artículo 37, en lo relativo a las obligaciones de los 

prestadores del servicio de comunicación audiovisual ante la ciudadanía, en sus apartados d), e), 

h), i), se refiere a derechos de las personas con discapacidad (obligaciones para los prestadores. 

El CAA considera que podría realizarse una remisión expresa a este artículo, a efectos de 

recoger el elenco de derechos del colectivo en su apartado correspondiente,  

También entendemos que este artículo 9 debería incluir un apartado 5 nuevo que podría 

ser del siguiente tenor: “Las personas con discapacidad sensorial tienen, además, los derechos 

establecidos en al artículo 37 y 41 de la presente Ley”. 

Hay que señalar que el proyecto no alude a un aspecto importante, largamente 

demandado por el colectivo, relativo a los parámetros de calidad. En este sentido, la LGCA así lo 

recoge. 

Al respecto, el CAA, aprobó en 2013 la Instrucción del Consejo Audiovisual de Andalucía 

sobre accesibilidad a los contenidos audiovisuales en las televisiones de Andalucía.  

(http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/instrucciones/20

13/06/ 

El CAA considera que estas previsiones podrían incluirse en el proyecto, a efectos de 

responder a las demandas del colectivo relativas a la necesidad de mejora de la calidad de los 

sistemas y avanzar en la accesibilidad universal, aspecto en el que la Comunidad Autónoma es 

pionera.  

Artículo 11. Derechos de las personas usuarias a la información sobre los servicios 
de comunicación audiovisual   

Los artículos 10 y 11.1 contemplan algunos aspectos regulados en el artículo 6 de la 

LGCA. En función de la materia, podrían ir unidos, pues ambos apartados tienen su desarrollo en 

el apartado b) del artículo 37 (al que se refiere exclusivamente el artículo 10).  

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/instrucciones/2013/06/
http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/instrucciones/2013/06/
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Hay que señalar, además, que el proyecto en la regulación de este derecho no alude a 

las guías electrónicas de programas como instrumento recogido en la Directiva de servicios 

audiovisuales y en la LGCA para garantizar la transparencia y el derecho a la información sobre 

los servicios de comunicación audiovisual. 

La LGCA garantiza este derecho y obliga a los prestadores a dar a conocer la 

programación televisiva mediante una guía electrónica de programas y su incumplimiento se 

considera como infracción grave (a. 58.2 LGCA). Además, tanto la información contenida, como 

las páginas de Internet, las guías electrónicas de programas y demás canales o vías de 

comunicación de los prestadores del servicio que sirvan para hacer efectivo el derecho a la 

transparencia deben ser accesibles a las personas con discapacidad. (a. 6.2, 3 y 6 de la LGCA) 

El CAA considera que se deben recoger estos aspectos en el anteproyecto. 

Por otra parte, el segundo inciso del artículo 11, siendo un derecho reconocido en la Ley 

de creación del CAA, abarca más aspectos que el enunciado del artículo 11 y extraña su 

inclusión en relación con el apartado 1º de este artículo. 

El CAA considera que es más razonable incluir en el artículo 10 el primer apartado del 

artículo 11 y dedicar el artículo 11 exclusivamente a los derechos que pueden ejercer la 

ciudadanía ante el CAA en materia de contenidos y publicidad. 

Artículo 13. Derecho de acceso  

El derecho de acceso está reconocido desde la aprobación de la Constitución Española y 

el Estatuto de Autonomía para Andalucía como un derecho fundamental, inherente a las 

sociedades democráticas, para garantizar que la sociedad organizada a través de las entidades 

que la representan pueda tener acceso a los medios de comunicación para difundir sus ideas, 

opiniones y posiciones ante los hechos que le afectan. El derecho de acceso a los medios de 

comunicación está asociado al pluralismo, a la participación y a los demás valores 

constitucionales como principios básicos de la programación, que deberá representar la 

pluralidad social, ideológica, política y cultural de la sociedad, mediante la garantía de su acceso 

a los medios. 

Sin embargo, para el ejercicio de este derecho se requiere una regulación que  concrete 

los mecanismos, criterios y pautas para el normal desarrollo de esta pieza clave para la 

participación y pluralismo de los medios públicos. La realidad es que hasta el momento nada se 

había avanzado en la concreción de los mecanismos específicos para asegurar el derecho de 

acceso en los medios públicos andaluces, a pesar de la obligación legal y de la atribución de 

funciones a los consejos de administración de los operadores públicos.  



 

13 

 

En el marco de sus funciones y como consecuencia de las demandas de diferentes 

grupos y entidades significativas de Andalucía, el CAA adoptó en  la Decisión 32 /2014 del 

Consejo Audiovisual de Andalucía sobre el impulso y la reglamentación del derecho de acceso en 

los medios audiovisuales públicos en Andalucía. 

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decisio

n-por-la-que-se-insta-los-medios-garantizar-el-derecho-de-ac 

Pasados dos años, se constata la inacción de los prestadores públicos respecto a las 

recomendaciones básicas dictadas por el CAA. 

El CAA considera que el proyecto debe contener los básicos imperativos legales que 

garanticen el efectivo ejercicio del mismo, con criterios claros y transparentes, así como la 

institución y  mecanismos de seguimiento y control de los prestadores para que este derecho 

deje de ser un mero enunciado, como ha ocurrido hasta el momento.  

Por todo ello, el CAA considera que, en coherencia con el artículo 41.1 y en la 

Disposición transitoria 1ª, apartado 4, debería añadirse en el artículo 13.2 la expresión “de la 

forma que reglamentariamente se determine”, tal y como se indica a continuación: 

Por otra parte, se debe clarificar la regulación del derecho de acceso, pues la lectura 

conjunta de los artículos 13, 41.1 y la DT2ª, generan confusión. Ello no obsta para que las 

personas con discapacidad sean consideradas como colectivo con especial relevancia social. 

Es especialmente importante la previsión legal o reglamentaria de los mecanismos de 

seguimiento y control tanto del reglamento interno de los prestadores como de la 

implementación de este derecho. El control del derecho de acceso debe recaer en el CAA, como 

institución independiente con competencias sobre los contenidos emitidos por los prestadores. 

Respecto al apartado 3 del artículo 13, se hace notar que el derecho de acceso es 

diferente al derecho de participación democrática en la gestión y programación de los 

prestadores públicos. 

  

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decision-por-la-que-se-insta-los-medios-garantizar-el-derecho-de-ac
http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/decisiones/decision-por-la-que-se-insta-los-medios-garantizar-el-derecho-de-ac
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TÍTULO III  
DE LA ADMINISTRACIÓN AUDIOVISUAL  

 
CAPÍTULO I. PRINCIPIOS DE POLITICA AUDIOVISUAL 

 

Artículo 17. Alfabetización mediática e informacional y educación audiovisual  

El CAA considera que es un gran acierto incluir este aspecto en el proyecto ya que es 

una pieza clave en la formación de los menores y de la ciudadanía. El Consejo, en cumplimiento 

de las directrices internacionales y de la Ley General de la Comunicación Audiovisual, elaboró 

una serie de recomendaciones con el objetivo de fomentar la alfabetización mediática en 

Andalucía.  

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/recomendaciones

/2012/01/ 

Así mismo, en el marco de su función de fomento de la alfabetización mediática ha 

convocado dos ediciones de premios andaluces“el audiovisual en la escuela”. 

Con objeto de involucrar a todos los agentes implicados, el CAA considera que este 

artículo debe referirse también a los prestadores y otros poderes públicos Igualmente, debe 

mencionar al CAA en las funciones que la Directiva le encomienda tal y como lo hace la LGCA. 

Artículo 19. Igualdad y transversalidad de género  

El principio de igualdad se incluye en varios artículos del presente Anteproyecto de Ley 

(principios inspiradores, líneas de acción institucional, condiciones de las licencias, políticas 

transversales, etcétera), no obstante se encuentra expresado en términos de “fomento” 

“promoción” “perseguir objetivos de interés general”, “respeto a la igualdad”; respeto al 

principio de transversalidad de género”, etcétera. 

Las previsiones a este respecto a lo largo del anteproyecto resultan reiterativas y 

meramente declarativas, aún cuando tanto la normativa Comunitaria como la propia normativa 

Estatal y autonómica vienen considerando la cuestión de la igualdad y los medios de 

comunicación como un elemento fundamental para la eliminación de estereotipos y conductas 

que perpetúan la transmisión de valores actitudes y conductas discriminatorias.  

http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/recomendaciones/2012/01/
http://www.consejoaudiovisualdeandalucia.es/actividad/actuaciones/recomendaciones/2012/01/
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Las previsiones de las leyes de igualdad y de prevención de violencia de género deberían 

pasar del ámbito declarativo a hacerlas realmente aplicables a la realidad en el ámbito de los 

medios audiovisuales desarrollando con mayor concreción estos principios. 

Igualmente, se advierte en este anteproyecto que no se ha incorporado ninguna de las 

previsiones que las leyes en materia de igualdad de género establecen para los medios de 

comunicación, por ejemplo la referencia a los comportamientos estereotipados en materia de 

publicidad y reduciendo el tipo a aquellos supuestos de utilización de la imagen de la mujer con 

carácter vejatorio o discriminatorio, lo cual dificulta enormemente la subsunción de supuestos 

que permitirían dotar de mayor concreción jurídica al texto propuesto. 

El CAA, tiene como línea prioritaria de actuación la defensa de la igualdad entre mujeres 

y hombres, desarrollada en tres ámbitos específicos: los estereotipos de género y la transmisión 

de estereotipos sexistas en la publicidad; la presencia de la mujer en información y la prevención 

y erradicación de la violencia de género. 

Reiteradamente el consejo ha puesto de manifiesto la dificultad de intervenir de manera 

eficaz, ya que los conceptos como sexismo, estereotipos, dignidad de la mujer o violencia 

gratuita son considerados jurídicamente indeterminados, por lo que esta falta de concreción 

impide en muchas ocasiones una actuación contundente del CAA en materia de igualdad de 

género, sobre todo en el ámbito de la publicidad. Esa indeterminación ha provocado que las 

intervenciones del Consejo relacionadas con la igualdad en las comunicaciones comerciales se 

hayan limitado hasta el momento a meras advertencias o recomendaciones de carácter no 

vinculante. El CAA, junto con otras autoridades internacionales han venido trabajando en el 

análisis y revisión de la situación de la igualdad de género y la violencia machista ensus 

respectivos países y en nuestra comunidad, así como en la definición y descripción de 

indicadores objetivos que permitan medir con precisión el sexismo, contando para ello con el 

respaldo de argumentos puramente técnicos. Finalmente, se ha elaborado un documento de 

consenso con otras autoridades reguladoras de nuestro entorno (Francia, Portugal, Italia o 

Marruecos) que recogen esos indicadores objetivos.  

El CAA considera que el proyecto debe ser más preciso en este ámbito, así como realizar 

una remisión expresa al CAA y al ejercicio de sus funciones  
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CAPITULO II 
ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN AUDIOVISUAL 

El Consejo Audiovisual de Andalucía es una institución de autogobierno de la Junta de 

Andalucía, prevista en el capítulo VI, del Título IV del Estatuto de Andalucía, junto al Defensor del 

Pueblo, la Cámara de Cuentas, el Consejo Económico y Social y el Consejo Consultivo de 

Andalucía. 

Los artículos 131 de la Ley Orgánica 2/2007, de reforma del Estatuto de Autonomía 

para Andalucía (EAA) y 1 de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, de creación del Consejo 

Audiovisual de Andalucía, determinan que éste “es la autoridad audiovisual independiente 

encargada de velar por el respeto de los derechos, libertades y valores constitucionales y 

estatutarios en los medios audiovisuales, tanto públicos como privados, en Andalucía, así como 

por el cumplimiento de la normativa vigente en materia audiovisual y de publicidad”.  

El CAA considera que en este capítulo se debería conceptualizar correctamente al CAA, 

tal y como hace el propio Estatuto de Autonomía dedicando un artículo independiente a esta 

institución. Ello resulta básico a efectos de evitar las frecuentes confusiones respecto a su 

naturaleza y contribuir a reforzar su configuración estatutaria como institución de autogobierno y 

autoridad reguladora. 

Es llamativo, como se ha dicho, no dedicar un artículo independiente y más completo al 

CAA, de la misma forma que se enuncia las “entidades locales”, la RTVA, y el Parlamento.  

En estricto sentido, el CAA no forma parte de “la Administración de la Junta de 

Andalucía” por lo que no debe equipararse a la “consejería competente” como administración 

dependiente del Consejo de Gobierno o al Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía, 

como órgano de participación. 

Artículo 24. Competencias de la Administración de la Junta de Andalucía  

Entendemos necesario la inclusión de un Nuevo artículo) Funciones del Consejo 

Audiovisual de  Andalucía 

1. Corresponde al Consejo Audiovisual de Andalucía adoptar las decisiones necesarias 

para velar por el respeto de los derechos, libertades y valores constitucionales y 

estatutarios en los medios audiovisuales, tanto públicos como privados, en Andalucía, 

así como por el cumplimiento de la normativa vigente en materia audiovisual y de 

publicidad”.  
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2. Son funciones del Consejo Audiovisual de Andalucía las asignadas en su normativa 

específica y por esta Ley y, en particular: 

a) Ejercer la potestad reglamentaria para desarrollar los preceptos de esta Ley en 

las materias de su competencia.  

b) Dictar instrucciones, decisiones, y recomendaciones, así como requerimientos 

de información y datos necesarios relacionados con la programación y la 

publicidad emitida por los prestadores del servicio de comunicación audiovisual.  

c) Adoptar las medidas precisas dentro de su ámbito de competencias para la 

plena eficacia de los derechos y obligaciones establecidos en esta Ley.  

d) Requerir el cese de aquellas prácticas que contravengan la normativa en materia 

de contenidos y publicidad. 

e) Adoptar las medidas provisionales necesarias para garantizar la eficacia de sus 

resoluciones.  

f) Ejercer las potestades de inspección y sanción que la normativa le atribuye para 

el cumplimiento de sus funciones. A estos efectos, el personal del Consejo que 

realice dichas funciones tendrá condición de autoridad. 

g) Emitir los informes preceptivos previos a la concesión,  renovación y extinción de 

los títulos habilitantes y licencias en materia audiovisual, así como control sobre 

las exigencias de pliegos de condiciones y autorización de negocios jurídicos de 

los prestadores.  

h) Realizar el seguimiento del contrato-programa de la RTVA, del Código de 

conducta comercial y del cumplimiento de la función del servicio público, con 

especial incidencia en radios y televisiones autonómicas y locales e incluyendo 

los operadores de titularidad privada en la medida en que estén afectados por 

normativa estatal o autonómica. 

i) Ejercer la vigilancia, control y sanción de la adecuada calificación de los 

programas por parte de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual 

televisiva 

j) Velar por la promoción de la alfabetización mediática en el ámbito audiovisual 

con la finalidad de fomentar la adquisición de la máxima competencia mediática 

por parte de la ciudadanía. 
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k) Verificar la conformidad con la normativa vigente respecto  los Códigos de 

autorregulación que puedan aprobar los prestadores del servicio y velar por su 

cumplimiento..  

 
TÍTULO IV 

LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PRESTADORES DEL SERVICIO DE 
COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

 
CAPÍTULO I 

LOS DERECHOS DE LOS PRESTADORES DEL SERVICIO DE COMUNICACIÓN 
AUDIOVISUAL 

Artículo 39. Obligación de financiación de productos audiovisuales  

En este artículo se reproduce la normativa estatal en lo que respecta a la financiación 

anticipada de la producción europea de películas cinematográficas, películas y series para 

televisión, así como documentales y películas y series de animación.  

Consideramos conveniente que el control y seguimiento de las obligaciones contenidas 

en este punto corresponda al Consejo Audiovisual de Andalucía que establecerá 

reglamentariamente el procedimiento, los mecanismos de cómputo y la información que podrá 

recabarse de los operadores. 

Artículo 42. Comunicaciones comerciales audiovisuales 

El presente artículo debería contener una mayor detalle en lo que respecta a la 

identificación y señalización de las comunicaciones comerciales al objeto de garantizar su 

diferenciación respecto al resto de contenidos audiovisuales y así evitar confundir al espectador. 

Además se debe mencionar la necesidad de respetar la integridad de los programas en los que 

se insertan dichas comunicaciones. 

También es necesario desarrollar un apartado especifico para las comunicaciones 

comerciales en los servicios de comunicación audiovisual radiofónicos, dada su particularidad. 

Sobre todo en lo que respecta a la integridad de los programas, las prohibiciones relativas a la 

introducción de mensajes publicitarios, de patrocinio o publirreportajes radiofónicos en los 

programas informativos y otros, así como las posibles valoraciones y apreciaciones personales 

con relación a los bienes o los servicios objeto de publicidad o patrocinio por parte de los 

locutores/as. 
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En este sentido, es el Consejo Audiovisual de Andalucía la autoridad que debe velar por 

el respeto a los principios de separación e identificación de la publicidad, por la integridad de los 

programas y porque la variedad de formatos de publicidad existentes y los nuevos derivados de 

la evolución tecnológica y del sector, queden sometidos al régimen jurídico general. Se 

completaría así el apartado 2 del artículo 45 del presente anteproyecto. 

También en este artículo se considera adecuado definir claramente los diferentes tipos 

de comunicaciones comerciales televisivas como el emplazamiento de producto o la publicidad 

encubierta, tanto en sus formas de presentación, como en otros aspectos necesarios para su 

identificación.  

Artículo 47. Publicidad institucional audiovisual  

En lo que respecta a la legislación reguladora de la publicidad institucional, el Consejo 

Audiovisual de Andalucía ha constatado la necesidad de definirla y determinarla con mayor 

especificidad.  

Por ello, se considera pertinente desarrollar en este artículo las características que 

deben cumplir este tipo de publicidad, así como las prácticas prohibidas como la contratación de 

campañas institucionales para destacar los logros de gestión o aquellas que menoscaben, 

obstaculicen o perturben las políticas públicas o cualquier actuación legítimamente realizada por 

otro poder público en el ejercicio de sus competencias.  

Además este tipo de publicidad no pueden incluir mensajes discriminatorios, sexistas o 

contrarios a los principios, valores y derechos constitucionales o que inciten, de forma directa o 

indirecta, a la violencia o a comportamientos contrarios al ordenamiento jurídico. El Consejo del 

Audiovisual de Andalucía es el órgano competente para verificar el cumplimiento de la normativa 

vigente en materia de publicidad institucional para las emisiones que se realicen a través de los 

servicios de comunicación audiovisuales. 
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TÍTULO VI 
INSPECCIÓN Y SANCIÓN 

 

 
CAPÍTULO I 

GENERALIDADES 
 

Artículo 81. Órganos competentes.  

Siguiendo con la tónica generalizada a lo largo de todo el articulado, el Anteproyecto 

relega la competencia sancionadora del CAA a las infracciones derivadas del incumplimiento de 

la normativa en materia de contenidos (excluyendo, por ejemplo, los relacionados con la 

publicidad, con la desobediencia de instrucciones y decisiones emanadas del CAA, o con la 

resistencia u obstrucción a la labor inspectora de este órgano). 

Resultaría más acorde con la exposición de órganos competentes, la supresión del punto 

3, que reconoce la potestad inspectora al CAA, e incardinar su contenido en el punto 1. Con ello 

se mantendría la estructura expositiva del punto 2 (relacionado con el ejercicio de la potestad 

sancionadora), mejorando la redacción del artículo. 

En consecuencia, se propone la siguiente redacción: 

1. El ejercicio de la potestad inspectora corresponde: 

a) Al órgano competente en materia de medios de comunicación social, en lo que 

se refiere a los aspectos técnicos de la prestación de servicios de comunicación 

audiovisual, asumiendo las competencias de supervisión, control y protección 

activa, realizando las actuaciones inspectoras que sean precisas para garantizar 

el cumplimiento de lo previsto en la presente Ley y demás normativa audiovisual 

que resulte aplicable. 

 

b) Al Consejo Audiovisual de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en su legislación 

reguladora, ejerciendo la inspección y el control del cumplimiento de las 

obligaciones establecidas en la presente Ley y las que sean de aplicación. 

 

2. El ejercicio de la potestad sancionadora a que se refiere la presente Ley, de conformidad 

con el cuadro de infracciones previsto en la misma así como en la legislación general 

básica aplicable, corresponde: 
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a) A la persona titular del órgano competente de la Consejería de la Junta de 

Andalucía que tenga atribuida la competencia en materia de medios de 

comunicación social, en relación a las infracciones no derivadas del 

incumplimiento de la normativa en materia de contenidos y publicidad. 

 

b) No obstante lo anterior, la revocación definitiva de la habilitación para emitir, 

prevista para los supuestos de infracciones muy graves, será acordada por el 

Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la Consejería 

competente en materia de medios de comunicación social. 

c) Al Consejo Audiovisual de Andalucía, en relación con las infracciones derivadas 

del incumplimiento de la normativa en materia de contenidos y publicidad. 

 

3. El ejercicio de las competencias inspectoras y sancionadoras descritas en este artículo, 

se realizará sin perjuicio de las que correspondan a la Administración del Estado, 

promoviendo la adopción de mecanismos de cooperación y colaboración con otras 

Administraciones Públicas. 

 

CAPÍTULO II. DE LA INSPECCIÓN.  
 

Aunque el título de este capítulo está formulado de forma genérica, de su lectura se 

extrae que únicamente regula la inspección de la Consejería competente en materia de 

comunicación social. 

En este capítulo de la inspección, se propone incidir en el deber de colaboración del 

personal inspector de la Consejería competente en materia de medios de comunicación social, 

con el CAA. Por ejemplo, podría contemplar la posibilidad de que la actividad de inspección, 

además de realizarse de oficio, también pudiera ejercitarse a instancias del CAA.  

Artículo 84. Auxilio a la labor inspectora.  

El artículo 84.5, referido al auxilio a la labor inspectora por parte de juzgados y tribunales 

impone obligaciones al poder judicial, que podrían invadir el ámbito competencial estatal. 
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Artículo 86. Facultades de la inspección.  

Debería eliminarse, del artículo 86 (Facultades de la inspección) la letra e). El precintado 

y la incautación temporal de los equipos. Deberían considerarse, en su caso, como medidas 

cautelares de carácter provisional, previas a la incoación del procedimiento sancionador. El 

artículo 97 del Anteproyecto (Medidas cautelares) las contempla expresamente en su letra c). 

 

CAPÍTULO III. RÉGIMEN SANCIONADOR.  

Artículo 91. Potestad sancionadora. 

Debería eliminarse la referencia a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, puesto que en 

menos de un año quedará derogada por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de régimen jurídico del sector público. 

Artículo 93. Infracciones graves. 

Por lo que respecta a la relación que de las infracciones graves recoge el artículo 93, la 

letra b) tipifica el incumplimiento de las instrucciones y decisiones relacionadas con la prestación 

del servicio de comunicación audiovisual realizadas por la Consejería competente en materia de 

medios de comunicación social. A diferencia de la ley estatal, cuyo artículo 58.5 sanciona el 

incumplimiento de las instrucciones y decisiones de la autoridad audiovisual.  

No queda clara la razón de incluir en la letra c) el tipo infractor de la emisión de 

comunicaciones comerciales que incurran en las prohibiciones establecidas en la normativa de 

publicidad, cuando las letras l) y m) ya recogen, en idénticos términos que la LGCA, los ilícitos 

relativos a la publicidad. 

Con respecto a la letra j), habría que ver hasta qué punto puede exigirse el cumplimiento 

de los deberes de accesibilidad. 

El contenido de la letra l) podría matizarse, en el sentido de que si la conducta constituye 

un incumplimiento del artículo 14, en sus apartados 2 (obligación de que la emisión de 

mensajes publicitarios esté separada y diferenciada de la programación, a través de mecanismos 

acústicos y ópticos de diferenciación, sin suponer una alteración de la integridad de los 

programas), y 3 (ausencia de señalización de la publicidad, incluyendo la señalización 

defectuosa. Es decir, que la superposición del indicativo "publicidad" no sea permanente o que 

no sea claramente legible), se integraría en un nuevo tipo infractor leve. 
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La colaboración necesaria a la que se refiere la letra f) no queda suficientemente 

definida. Tampoco aclara nada al respecto, el artículo 99, que atribuye la responsabilidad por 

esta infracción a quienes contribuyan realizando una tarea esencial a la prestación del servicio 

de comunicación audiovisual. 

Podrían incluirse otros tipos:  

La emisión de contenidos o de comunicaciones comerciales que transmitan una imagen 

estereotipada de mujeres y hombres. 

Artículo 94. Infracciones leves. 

Matizar, para que quede más claro, el tipo infractor de la letra a), sugiriendo la siguiente 

redacción: 

El incumplimiento del deber de atender a los requerimientos de información o de envío 

de material efectuados por la autoridad competente, así como retrasar injustificadamente su 

aportación cuando resulte exigible conforme a lo dispuesto en esta Ley.  

A estos efectos, también se entenderá incumplido un requerimiento, a juicio de la 

autoridad requirente, cuando no se atienda en su totalidad, o cuando no sea correctamente 

atendido. 

Podrían incluirse en este artículo los "fallos de continuidad" en la emisión de 

contenidos y publicidad fuera del horario permitido para su difusión (por ejemplo: en el caso de 

programas de esoterismo o de publicidad de bebidas alcohólicas inferiores a 20º, si la mayor 

parte del espacio se emite dentro del horario permitido, pero rebasa mínimamente este límite). 

Entre las infracciones leves podrían contemplarse los incumplimientos del artículo 14, 

en sus apartados 2 (obligación de que la emisión de mensajes publicitarios esté separada y 

diferenciada de la programación, a través de mecanismos acústicos y ópticos de diferenciación, 

sin suponer una alteración de la integridad de los programas), y 3 (ausencia de señalización de 

la publicidad). 

En el caso de que, un mismo hecho pueda dar lugar a varias infracciones del 

mismo tipo, se sancionará por una sola de ellas, atendiendo a la importancia del bien jurídico 

que se trata de proteger (por ejemplo: la publicidad encubierta de bebidas alcohólicas de más de 

20º, se sancionará, en su caso, por la emisión de publicidad de la bebida alcohólica). Si las 

infracciones concurrentes pertenecen a tipos distintos, se sancionará por la más grave 

(por ejemplo: la publicidad sin señalizar de cigarrillos, si se aceptara la propuesta de calificar la 
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ausencia de señalización como infracción leve, podría dar lugar a la incoación de un expediente 

sancionador por la infracción grave relacionada con la publicidad de tabaco). En ambos casos, 

los restantes tipos infractores, que no hayan servido para calificar la conducta, podrán ser 

tenidos en cuenta por la autoridad sancionadora como criterio de graduación de la sanción. 

Artículo 95. Graduación de las sanciones. 

En este artículo debe señalarse la misma advertencia que ya ha quedado expuesta para 

el artículo 91, sobre las referencias a la Ley 30/1992. 

En cuanto a los criterios de graduación de las sanciones, y puesto que, tal como la 

propia redacción del precepto establece, se añaden a los ya previstos por la legislación básica 

estatal, deberían suprimirse de la enumeración, por reiterativos: 

a) La repercusión social de las infracciones 

b) La gravedad de las infracciones cometidas anteriormente por el infractor 

c) Ánimo de lucro o beneficio ilícito obtenido como resultado de la infracción. 

Artículo 96. Sanciones. 

Creemos que podría contravenir el principio de distribución competencial el 

establecimiento de sanciones de cuantía inferior a las previstas por la LGCA. 

Uno de los principales problemas que se encuentra el CAA, a la hora de decidir la la 

sanción a imponer, es el de la elevada cuantía de los tramos previstos en la ley estatal que la 

hacen muy difícilmente aplicable a operadores de pequeño o mediano  tamaño, por ello  podría 

regularse alguna previsión como la que se recoge, por ejemplo, en el artículo 45 de la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. Este 

precepto permite aplicar, sin variar la calificación de la infracción de que se trate, la escala de 

sanciones prevista para los ilícitos de calificación inmediatamente inferior en gravedad, si 

concurren algunas de las circunstancias atenuantes que el mismo artículo relaciona. 

El artículo 96.1.b) del Anteproyecto, establece que podrán ser además sancionadas 

con la revocación de la licencia para prestar el servicio de comunicación audiovisual por 

ondas hertzianas terrestres y el consiguiente cese de las prestación del servicio en los siguientes 

supuestos:  

1. Cuando el prestador haya cometido la infracción muy grave prevista en el artículo 92 i). 
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2. Cuando el prestador haya sido sancionado como mínimo en tres ocasiones, mediante 

resolución administrativa firme y en un plazo no superior a dos años, por la comisión de 

las infracciones muy graves previstas en las letras h, j y n del artículo 92. 

Es prácticamente imposible que llegue a darse el supuesto descrito en el artículo 96.1.b) 

como condición para que pueda revocarse una licencia audiovisual, pues es inimaginable que se 

pueda sancionar tres veces en dos años por una conducta que no cabe realizar a lo largo de ese 

período de tiempo, ya que estaría referida a un momento ya pasado (el de la presentación de la 

solicitud o, como máximo, el de la adjudicación de la licencia).  

Por otra parte, y continuando con el mismo artículo 96, el último párrafo de la letra c) 

del apartado 1 repite literalmente el inciso contenido en el apartado 1.b) 3. Está claro que se 

trata de un error, por lo que debe suprimirse. 

El apartado 4 del artículo 96 debería recoger expresamente la posibilidad de que la 

autoridad competente para imponer la sanción, acuerde la difusión de la información contenida 

en este apartado a través de su página web.  

La previsión contenida en el apartado 5 del artículo 96, podría suponer una vulneración 

del principio non bis in idem, al contemplar la doble incriminación de entidad jurídica y gestor 

por el mismo hecho infractor. 

En caso de mantenerse tal previsión, deberían introducirse elementos moduladores de 

las respectivas cuantías de ambas multas, de modo que la suma resultante no sea 

desproporcionada en relación con la gravedad de los hechos infractores por los que se impone la 

sanción. 

Artículo 97. Medidas cautelares. 

Las medidas cautelares contempladas en el artículo 97, tanto por su finalidad, como por 

su naturaleza, vienen referidas, de nuevo en exclusiva, a la potestad sancionadora de la 

Consejería competente en materia de medios de comunicación social. No contiene ninguna que 

pudiera ser adoptada por el CAA en el ejercicio de sus competencias. 

Podrían añadirse otras medidas susceptibles de ser acordadas por el CAA. 
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Artículo 98. Medidas sancionadoras accesorias. 

Deberían recogerse otras sanciones accesorias, como la rectificación de las informaciones 

incorrectas o falsas, o como la reinstauración del pluralismo. 

Artículo 99. Responsabilidad por los hechos infractores. 

Amplía con creces las personas responsables por las infracciones cometidas, con 

respecto al régimen de la LGCA que únicamente hace recaer la responsabilidad en esta materia, 

a los prestadores del servicio de comunicación audiovisual.  

El apartado 3 del artículo 99 debe suprimirse por contravenir la legalidad: sentencias 

como las del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo, de fecha 24 de febrero de 2005, o la del Tribunal Superior de Justicia de 

Navarra, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 12 de febrero de 2004, recogen claramente 

en sus fundamentos de derecho que la responsabilidad administrativa sancionadora no se 

transmite a terceros, porque las sanciones no tienen carácter de deuda civil. Por tanto, 

desaparecida la empresa, desaparece la responsabilidad. 

Por último, el CAA entiende que la ley debe incluir la regulación de un procedimiento 

negocial de resolución de conflictos: la autoridad audiovisual competente podrá alcanzar 

acuerdos con el prestador de servicios para modificar el contenido audiovisual o, en su caso, 

poner fin a la emisión del contenido ilícito. El efectivo cumplimiento del acuerdo por parte del 

prestador pondrá fin a los procedimientos sancionadores que se hubiesen iniciado en relación 

con el contenido audiovisual objeto del acuerdo cuando se tratare de hechos que pudieran ser 

constitutivos de infracción leve. La reincidencia por un comportamiento análogo en un plazo de 

noventa días tendrá la consideración de infracción grave. 

Este procedimiento de resolución de conflictos es una novedad de la LGCA, que puede 

incluso poner fin a procedimientos sancionadores que se hubiesen iniciado por hechos que 

pudieran ser constitutivos de infracción leve. Como autoridad que tiene atribuida la potestad 

sancionadora en materia audiovisual, el CAA ha de ser la autoridad audiovisual competente para 

este  nuevo procedimiento. 
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OBSERVACIONES A LOS INFORMES RECIBIDOS POR OTRAS CONSEJERÍAS Y 

ÓRGANOS DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA EN RELACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY 

AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA 

 

 

 
Analizadas las alegaciones recibidas en los informes trasladados por otras Consejerías y 

Órganos de la Junta de Andalucía en relación al Anteproyecto de LEY AUDIOVISUAL DE 
ANDALUCÍA; esta Dirección General de Comunicación Social realiza las siguientes observaciones: 

 
El 22 de septiembre de 2015, el Consejo de Gobierno acordó solicitar dictámanes, 

informes y consultas al resto de Consejerías por si la materia sobre la que versa el proyecto 
normativo pudiera afectarles. Se ha recibido respuesta de las siguientes Consejerías y órganos: 

 
• Consejería de Hacienda y Administración Pública 
• S.G de Administración Pública. D.G: Planificación y Evaluación. 
• Consejería de Salud 
• Consejería de Empleo, Empresa y Comercio 
• Consejería de Igualdad y Políticas Sociales 
• Consejería de Turismos y Deporte 
• Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio 
• Consejería de Justicia e Interior 
• Consejería de Educación 
• S.G. de Acción Exterior 

 
 
Como consecuencia de los informes presentados en el citado trámite, esta Dirección 

General ha analizado 182 alegaciones, entendiendo las mismas como aspectos concretos del 
Anteproyecto de Ley sobre el que se ha hecho una propuesta de añadir, modificar o eliminar y se 
ha tenido que tomar una decisión. De los 100 artículos contenidos en el Anteproyecto, se han 
presentado alegaciones a 71 de ellos.  

 
Debido a las alegaciones presentadas en los numerosos informes recibidos de las 

Consejerías y órganos de la Junta de Andalucía así como en el marco de los trámites de audiencia 
e información pública, el texto del anteproyecto ha sufrido numerosos cambios. Entre ellos se han 
añadido y eliminado artículos completos, por lo que la numeración de artículos entre la versión 
previa a las alegaciones y la versión posterior ha variado. Para facilitar la lectura y verificación de lo 
que ha sido incorporado o eliminado del texto, se ha incluido tanto el número como el nombre del 
artículo. 

 
El principio general que se ha seguido durante el análisis de las numerosas alegaciones 

recibidas ha sido el de incluir el mayor número posible de ellas. Aplicar este principio a los 
informes de las Consejerías y órganos de la Junta de Andalucía ha dado como resultado que la 
gran mayoría de alegaciones o propuestas han sido tenidas en cuenta. No obstante, en ocasiones 
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esto ha resultado imposible. Con carácter general, los siguientes aspectos no se han incorporado, o 
en su defecto, no han sido eliminados, cuando se daban alguna de las siguientes circunstancias. 

 
Las alegaciones que ponían en riesgo el consenso alcanzado durante la Mesa de 

Ordenación e Impulso de Sector Audiovisual en Andalucía (MOISA). Hay que tener presente que el 
anteproyecto de ley es el fruto del trabajo realizado por el conjunto de agentes presentes en el 
sector audiovisual andaluz, desde las Administraciones públicas concernidas, a productores, 
profesionales del sector audiovisual, exhibidores, sector publicitario, prestadores de servicios de 
comunicación audiovisual de radio y televisión, públicos, comunitarios sin ánimo de lucro y 
comerciales privados, representantes del sector TIC, gestores de infraestructuras, universidades, 
instaladores, y por supuesto personas usuarias de los servicios audiovisuales, con especial 
mención a colectivos como el de las personas con discapacidad o menores, además del conjunto 
de asociaciones representativas con implicación en el sector audiovisual andaluz. En total se 
llevaron a cabo 23 reuniones con más de 50 entidades, en las que éstas han tenido la ocasión de 
trasladar su visión del sector así como de proponer medidas concretas. Así, propuestas como la 
eliminación completa del Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía no han podido ser 
admitidas. 

 
Las alegaciones que proponían cambiar la definición de determinados conceptos o emplear 

una nueva terminología para conceptos más o menos conocidos en el sector como puede ser la 
alfabetización mediática e informacional no han sido incluidas. 

 
Las alegaciones referidas a contenidos presupuestarios, que definen mecanismos o 

políticas concretas de gastos o inversiones en el fomento del sector audiovisual no se han 
introducido. Se ha considerado que estas cuestiones se refieren a criterios de oportunidad y 
disponibilidad presupuestaria y que año a año se irán dibujando las prioridades según se 
desarrollen los acontecimientos en el panorama social y económico de Andalucía. Tampoco se han 
incluido cuestiones referidas a las tasas, puesto que el anteproyecto no incorpora dicha figura. En 
este sentido, no debe olvidarse que la Ley 7/2010 de 31 de marzo determina la figura jurídica a 
seguir en caso de creación. La decisión de introducir o no una tasa por la prestación de este tipo de 
servicios debe considerarse una decisión que entra dentro del ámbito competencial de las 
Comunidades Autónomas, y no una obligación que proviene de la legislación estatal básica. 

 
En cuanto a las alegaciones relacionadas con los derechos de las personas menores de 

edad y a la temática de los contenidos y publicidad, se ha adoptado en la mayoría de los casos el 
criterio del órgano experto en estas materias dentro de la Junta de Andalucía, el Consejo 
Audiovisual de Andalucía. Si las alegaciones se oponían al criterio del Consejo, por prudencia se ha 
optado por el de éste último. En otras ocasiones, las alegaciones coincidían en muchos aspectos 
con las propuestas del Consejo y por tanto a todos los efectos pueden considerarse incluidas.  

 
En determinadas ocasiones las alegaciones, sin entrar a valorarlas en profundidad, hacían 

referencias a materias, que si bien son próximas al sector audiovisual, se ha considerado que 
deben quedar fuera de este anteproyecto y ser objeto, cuando así se decida, de una profunda 
revisión dentro del ámbito concreto de sus materias. Así, no han entrado a formar parte del texto 
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alegaciones referidas a definir con detalle las funciones, derechos y otras cuestiones de la profesión 
periodística o el Censo de empresas audiovisuales. 

 
Para otras alegaciones, se ha considerado que al menos en parte ya estaban recogidas en 

otras partes del articulado y no se han incluido tal y como se solicitaba. 
 
Las alegaciones cuya introducción harían que el texto, en opinión de esta Dirección 

General, incumpliese manifiestamente el marco legislativo básico, en especial la Ley 7/2010 de 31 
de Marzo, General de la Comunicación Audiovisual no se han introducido.  

 
En algunas ocasiones, las alegaciones no se han incluido por el nivel de detalle que 

incluían en la propuesta. La vocación del articulado es la de ser suficientemente general como para 
que sea de aplicación a un amplio rango de posibilidades. Algunas de las propuestas solicitaban 
acotar excesivamente el marco en el que podía ser de aplicación el texto normativo. Así, se han 
rechazado situaciones en las que por ser demasiado exhaustivo, podrían quedar fuera otros grupos, 
personas o situaciones. En esos casos se ha optado por contenidos o expresiones de carácter más 
general.  

 
Finalmente, no se han considerado aquellas pocas alegaciones que no contenían una 

mínima explicación o justificación, especialmente cuando se solicitaba la eliminación de algún 
párrafo concreto. Tampoco se han podido atender consideraciones al texto excesivamente 
generales que no se plasmaban en peticiones de añadir, modificar o eliminar concretas. 

 
Para aquellas alegaciones en que se ponía en cuestión su validez jurídica, se ha intentado 

analizar con detalle y alcanzar una posición, salvo mejor criterio jurídico. Todo aquello que se ha 
comprobado que podría ir en esa línea ha sido eliminado, matizado o modificado sustancialmente. 

 
Con carácter general puede decirse que todas las alegaciones que han ido en la línea de un 

emplear un lenguaje más paritario en el texto han sido incorporadas, así como las gran mayoría de 
las propuestas encaminadas a reducir la brecha de género en concreto en el sector audiovisual y 
en general en la sociedad andaluza. 

 
A continuación se describen las principales modificaciones que ha sufrido el articulado 

como consecuencia de la incorporación de las alegaciones recibidas mediante informes trasladados 
por otras Consejerías y Órganos de la Junta de Andalucía. 

 
En relación al artículo 2 “Ámbito de aplicación” se han incorporado alegaciones que 

proponían clarificar el ámbito geográfico de aplicación, y también se han detallado las personas 
físicas o jurídicas a las que aplica la Ley. Asimismo se ha incluido un nuevo punto indicando las 
exclusiones del ámbito de aplicación. 

 
En el artículo 4 “Definiciones” se ha modificado la definición de publicidad interactiva. 
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En el artículo 6 “Garantía de accesibilidad universal a los servicios de comunicación 
audiovisual”, se introduce una cláusula para evitar discriminaciones por condiciones sociales o 
personales. 

 
El artículo 8 “Derechos de las personas menores” se ha reelaborado por completo 

siguiendo el criterio experto del Consejo Audiovisual de Andalucía. El artículo ha quedado dividido 
en tres apartados. El primero de ellos hace referencia expresa a los derechos de las personas 
menores, mientras que los dos siguientes muestran el reflejo de estos derechos tanto en la 
programación como en las comunicaciones comerciales. 

 
En el artículo 9 “Derechos de las personas con discapacidad”, se han modificado las cifras 

de horas de contenidos accesibles a las personas con discapacidad visual o auditiva para 
adecuarlas a las previstas en la disposición transitoria primera “Accesibilidad a los servicios 
audiovisuales para las personas con discapacidad auditiva y visual”. 

 
El artículo 10 “Derecho a una comunicación audiovisual transparente” se redacta por 

completo al unir su contenido con el primer párrafo del artículo 11 “Derechos de las personas 
usuarias a la información sobre los servicios de comunicación audiovisual” del articulado anterior. 
Adicionalmente se establece la obligación de que las páginas de Internet, las guías electrónicas de 
programas y demás canales o vías de comunicación de las personas prestadoras del servicio que 
sirvan para hacer efectivo el derecho a la transparencia regulado en este artículo, deberán ser 
accesibles a las personas con discapacidad. 

 
Se crea el artículo 12 “Derecho a la alfabetización mediática e informacional con carácter 

coeducativo” reconociendo dicho derecho a la ciudadanía, y cuyo tenor literal es el siguiente:  
“Se reconoce el derecho de las personas al empoderamiento a través de la alfabetización 

mediática e informacional como uno de los requisitos más importantes para fomentar el acceso 
equitativo a la información y al conocimiento así como para promover medios de comunicación y 
sistemas de información libres, independientes y pluralistas. 

La ciudadanía andaluza tiene derecho a adquirir los conocimientos necesarios que deriven 
en la formación de juicios críticos así como a adquirir habilidades para un consumo responsable y 
una generación creativa de contenidos audiovisuales.” 

 
 En el artículo 13 “Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía” se establece la 

necesidad de la creación de dicho consejo por Decreto del Consejo de Gobierno. En dicho decreto 
se regularán las cuestiones fundamentales que vienen exigidas en artículo 89 de Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. Asimismo se establece su carácter 
de órgano colegiado de naturaleza participativa y de carácter consultivo y asesor. 

 
En el artículo 15 “Líneas fundamentales de la acción institucional”, se han incluido las 

siguientes: el pluralismo en la comunicación audiovisual y la libre formación de la opinión pública, y 
la defensa y protección de los derechos e intereses legítimos de las personas consumidoras y 
usuarias de servicios de comunicación audiovisual. Igualmente se han enriquecido otras dos líneas 
fundamentales al incorporar las propuestas realizadas.  
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Atendiendo a las propuestas realizadas sobre el artículo 16 “Objetivos específicos de la 
acción institucional”, se han introducido dos nuevos objetivos que se han considerado relevantes. 
Estos son, contribuir a la sensibilización, prevención y erradicación de la violencia de género y 
promover la participación de la ciudadanía en la producción de contenidos en los medios públicos. 

 
El artículo 17 “participación en la planificación del espacio radioeléctrico de Andalucía”, 

queda reducido a un único párrafo ya que se ha eliminado la referencia respecto al carácter 
determinante del informe dadas las dudas jurídicas que ha planteado. Igualmente se establece el 
dicho informe sea preceptivo y no obligatorio. 

 
Se ha introducido una nueva redacción al artículo 18 “alfabetización mediática e 

informacional y educación audiovisual”. El nuevo texto es más extenso y rico en explicaciones sobre 
lo que se espera que la alfabetización mediática proporcione a la ciudadanía, así como se refina el 
texto en lo referido a su incorporación como contenidos en el sistema educativo siguiendo las 
aportaciones recibidas la respecto. 

 
El primer apartado del artículo 21 “empleo, formación y capacitación profesional” ha visto 

extendido sensiblemente su contenido al incorporar una cláusula para favorecer la contratación 
estable de las mujeres. Igualmente se realiza mención a las empresas de la economía social 
cuando de habla de que áreas del sector productivo deberán ser priorizadas. 

 
El artículo 25 “competencias de la Administración de la Junta de Andalucía” ha sido 

sistematizado. Se explica con mayor claridad y precisión que funciones corresponden al Consejo de 
Gobierno, al titular de la Consejería competente, y al titular del órgano correspondiente de la 
Consejería competente en materia de medios de comunicación social. 

 
En artículo 31 “fomento del sector audiovisual”, se ha incluido la previsión de medidas 

para garantizar el acceso universal y el diseño para todas las personas. También resulta relevante 
la indicación expresa que las acciones de fomento del sector audiovisual andaluz incluirán el 
servicio público. 

 
El artículo denominado en la versión anterior del texto “derecho a contratar la emisión en 

exclusiva de contenidos audiovisuales y medidas de garantía para la emisión en abierto de 
determinados contenidos audiovisuales” y con número 33 ha sido eliminado en su totalidad. Se 
han recibido diversas alegaciones que ponían en cuestión su legalidad en concreto lo que se refería 
a las funciones que se asignaban al Consejo Audiovisual de Andalucía y a la Agencia de Defensa de 
la Competencia de Andalucía. Al eliminarse dichos apartados el artículo reproducía de forma parcial 
lo establecido en la Ley 7/2010 de 31 de marzo, por tanto, para evitar potenciales situaciones de 
inseguridad jurídica, se ha decidido su eliminación. 

 
En el artículo 38 “obligaciones ante la ciudadanía” se han introducido las siguientes 

obligaciones de carácter general y social: Informar de forma veraz y garantizar los derechos de 
réplica y rectificación, el respeto a los derechos y libertades establecidos en la normativa 
comunitaria, la Constitución española y el Estatuto de Autonomía para Andalucía, garantizar un uso 
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inclusivo y no sexista del lenguaje y ofrecer en sus emisiones una imagen respetuosa e inclusiva de 
las personas mayores y de las minorías. 

Igualmente, debido a la relevancia social del tema y al especial papel que pueden 
desempeñar los servicios de comunicación audiovisual, se ha introducido un nuevo apartado 
dedicado exclusivamente a obligaciones frente a la violencia de género, que incluye aspectos como 
evitar difundir contenidos que inciten a la violencia de género, o usar un lenguaje adecuado en caso 
de violencia de género. 

 
El artículo 39 “obligaciones ante la Junta de Andalucía” ha visto modificado su tercer 

apartado para incorporar una cláusula de desarrollo reglamentario para determinar las causas de 
fuerza mayor y el procedimiento a seguir para que se autorice la interrupción del servicio. También 
en este artículo se ha introducido un nuevo apartado para que se tenga en cuenta la perspectiva de 
género en los documentos, estudios e investigaciones que se deriven de la ejecución de la actividad 
prestada. 

 
Se introduce un nuevo artículo, el artículo 40 “obligación de difusión de productos 

audiovisuales”. Con dicho artículo, que es reflejo del establecido en la Ley 7/2010, se pretende 
favorecer la producciones realizadas en Andalucía o que difundan la cultura andaluza. El literal del 
mismo es el siguiente: 

“Las personas prestadoras del servicio de comunicación audiovisual televisiva de cobertura 
autonómica deberán reservar a obras europeas el 51 por ciento del tiempo de emisión anual de su 
programación. A su vez, el 50 por ciento de esa cuota queda reservado para obras europeas en 
cualquiera de las lenguas españolas. En todo caso, el 10 por ciento del tiempo de emisión estará 
reservado a obras europeas de productores independientes de la persona prestadora del servicio y 
la mitad de ese 10 por ciento deberán ser producciones o coproducciones realizadas en Andalucía 
o que difundan la cultura andaluza. El tiempo de emisión a que se refiere este número se 
computará con exclusión del dedicado a informaciones, manifestaciones deportivas, juegos, 
publicidad, servicios de teletexto y televenta.” 

 
Atendiendo a las alegaciones recibidas al artículo 42 “obligaciones de las personas 

prestadoras privadas de carácter comercial”, este artículo ha sufrido profundas modificaciones. Se 
ha eliminado la obligación de disponer de un estudio operativo en el ámbito territorial de cobertura 
y se ha modificado el texto que hace referencia a la necesidad de asegurar que no se añade 
ninguna limitación injustificada de forma que se puedan seguir utilizando las instalaciones 
preexistentes para la recepción en abierto de servicios de comunicación audiovisual. También se ha 
modificado el apartado referido a la posibilidad de cesión de sus canales de radio y televisión en 
abierto, a las personas prestadoras de los servicios de difusión de televisión por cable, por satélite y 
por Internet, previa negociación. 

 
Se han introducido las siguientes modificaciones en el artículo 43 “obligaciones de las 

personas prestadoras públicas y comunitarias sin ánimo de lucro”. Para evitar confusión en la 
lectura, el término “reglamento regulador del derecho de acceso” se ha substituido por el de 
“código interno regulador del derecho de acceso”, ya que se trata de un documento que cada 
persona prestadora del servicio deberá elaborar y no de un reglamento con rango de norma jurídica 
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elaborado por la Administración de la Junta de Andalucía. La referencia la plazo de doce meses 
para elaborador el mencionado código interno se ha movido a una disposición final, por se 
considerada mejor técnica jurídica. Dentro de los aspectos que debe incluir el código interno, se ha 
introducido tener en cuenta los respaldos presentados a su favor por otras organizaciones así como 
la necesidad de indicar el plazo máximo para contestar una petición. 

Con la nueva redacción el control administrativo de los códigos internos corresponderá al 
Consejo Audiovisual de Andalucía. 

Igualmente, las personas prestadoras deberán disponer de un estudio de producción 
operativo con personal encargado de la emisora y ubicado en el ámbito territorial de cobertura y 
realizar por profesionales de la información los servicios informativos cuya producción y edición no 
podrá ser externalizada. 

 
Se introduce un nuevo párrafo en el artículo 44 “Comunicaciones comerciales 

audiovisuales” debido a la propuesta recibida en relación a la necesidad de incluir un nuevo 
artículo en el Anteproyecto de Ley referido a la legibilidad de los textos en los anuncios 
audiovisuales. La justificación de la propuesta parece impecable ya que, demuestra claramente la 
necesidad de garantizar la legibilidad de los textos que se incluyan en los anuncios. Así, la 
referencia a la Ley 13/2003 de 17 de diciembre de Defensa y protección de los Consumidores y 
Usuarios de Andalucía así como al Real decreto Legislativo 1/2007 de 16 de noviembre que regula 
la información previa a la vinculación a un contrato por parte de los consumidores, lo indican sin 
duda. Por ello se ha introducido un párrafo nuevo con el tenor literal siguiente, que reproduce en 
sus propios términos la propuesta: 

“3. Los textos escritos de las comunicaciones comerciales realizados sobreimpresionados 
deberán ser completamente legibles, claros y comprensibles, sin que en ningún caso induzcan o 
puedan llegar a inducir a error a su destinatario. No se permitirá el uso de abreviaturas, 
acotaciones o cualquier otra fórmula que pueda dificultar la lectura a las personas destinatarias de 
los mismos.” 

 
La propuesta incluye otros 4 párrafos adicionales. Estos no se han incluido, no obstante. 

Los mismos parecen más propios de un desarrollo reglamentario y exceden por su concreción a lo 
que viene entendiéndose como contenido propio de una norma con rango de Ley.  La leyes por su 
propia definición, procedimiento de elaboración y reforma y lugar en la jerarquía normativa deben 
de tener vocación de permanencia en el tiempo y por tanto, introducir en su texto especificaciones 
técnicas del orden de las contenidas en los párrafos a que aludimos, aleja a la ley de su sentido en 
el ordenamiento jurídico y obliga a modificaciones en la propia ley cuando se produzcan nuevas 
circunstancias en la materia que se regula. Es preciso además tener en cuenta que en materia de 
textos estáticos y sobreimpresionados en mensajes publicitarios, no será de extrañar el desarrollo 
de nuevos procedimientos y técnicas en poco tiempo y que, incluso, otras normas sectoriales 
hagan referencia a esta materia. 

 
En el artículo 45 ”comunicaciones comerciales audiovisuales prohibidas en emisiones de 

personas prestadoras sin título habilitante o sin haber cumplido el deber de comunicación previa” 
se ha modificado el texto, centrándose en las actuaciones que posibiliten las inclusión o difusión de 
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comunicaciones comerciales en personas prestadoras sin título habilitante o sin haber cumplido el 
deber de comunicación previa. 

 
El artículo 46 ha cambiado su nombre, pasando ahora a denominarse “publicidad y 

protecciones específicas” ya que se incorporan salvaguardas para las personas menores y las 
personas mayores. 

 
Siguiendo el criterio experto en la materia del Consejo Audiovisual de Andalucía se ha 

modificado el artículo 47 “otras formas de comunicaciones comerciales audiovisuales”. El texto 
introducido es el siguiente: 

“1. Los publirreportajes, las telepromociones, las sobreimpresiones y transparencias, la 
publicidad virtual, la pantalla dividida, la publicidad interactiva, el patrocinio virtual y cualesquiera 
otras fórmulas no convencionales de comunicaciones comerciales audiovisuales que, por las 
características de su emisión, podrían confundir a las personas destinatarias sobre su carácter 
publicitario, deberán superponer, permanentemente y de forma claramente legible, una 
transparencia con la indicación «publicidad» según los criterios generales establecidos por el 
Consejo Audiovisual de Andalucía. 

2. El Consejo Audiovisual de Andalucía velará para que la variedad de formatos de 
publicidad existentes y los nuevos derivados de la evolución tecnológica y del sector, queden 
sometidos al régimen jurídico general. Para ello, podrá establecer las instrucciones pertinentes de 
carácter obligatorio  para adaptar la normativa a las peculiaridades y necesidades específicas de 
dichas comunicaciones comerciales.” 

 
En el artículo 48 “corregulación y fomento de la autorregulación en materia de publicidad”, 

se ha introducido siguiendo el criterio sugerido en una de las alegaciones un nuevo apartado que 
trata sobre la posibilidad de suscribir voluntariamente convenios con el Consejo Audiovisual de 
Andalucía con el fin de ejercer funciones arbitrales o de mediación. En el primer apartado de este 
artículo se ha incluido la necesidad de que los códigos incluyan mecanismos de resolución de 
reclamaciones. 

 
En el artículo 53 “gestión del servicio público”, el cambio que más destaca es el 

introducido en el último apartado, referido al apoyo y la colaboración de entidades y sujetos 
privados en la prestación del servicio público de comunicación audiovisual. Las alegaciones al 
respecto indicaban la necesidad de que en caso de llevarse a cabo deberán estar sujetos a la 
normativa vigente en materia de contratación pública así como prohibir que estos apoyos pudieran 
conllevar merma de capacidad productiva, ni de recursos humanos o técnicos públicos, ni de la 
calidad de los servicios que se prestan. Las mismas han sido atendidas por considerarse relevantes 
para el servicio público. 

 
El artículo 56 “suspensión temporal del servicio” incluye ahora una cláusula de desarrollo 

reglamentario para poder establecer los términos en los que se producirá la suspensión temporal 
del servicio. 
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En el artículo 61 “los servicios públicos de las Universidades y de centros docentes no 
universitarios” siguen estando prohibidas las comunicaciones comerciales, no obstante se ha 
introducido el mismo texto que en los servicios comunitarios sin ánimo de lucro respecto a la 
posibilidad de recibir contribuciones de instituciones, empresas o fundaciones a la producción. 

 
En el artículo 65 “condiciones generales de la prestación del servicio “, referidas éstas a la 

prestación de servicios comunitarios sin ánimo de lucro, se han eliminado las condiciones primera 
y última por considerarse que ya están incluidas en artículos previos del articulado. 

 
El artículo anteriormente denominado “supervisión de la actividad económica y 

presupuestaria”, pasa a tener el título de “obligaciones de la actividad económica y presupuestaria” 
por entenderse que refleja más acertadamente su contenido actual. Pasa a ser el artículo 68. En el 
primer párrafo se ha introducido la posibilidad de que las entidades con ingresos inferiores a 
50.000 L puedan presentar la obligada memoria económica cada dos años. En el tercer apartado y 
siguiendo lo establecido en la Ley 7/2010, se introduce la necesidad de una autorización para 
gestos superiores a 100.000 euros anuales en televisión y 50.000 euros anuales en radio. 
Finalmente, se ha introducido un último apartado que recoge la obligación de estas entidades de 
dedicar los fondos que obtengan a la mejora y desarrollo de los proyectos sociales que constituyan 
sus fines así como al propio funcionamiento de la emisora. 

 
En el artículo 70 “medidas de fomento”, se ha introducido que no existan servicios de 

comunicación audiovisual públicos locales, además de en las zonas donde no hay interés comercial 
por prestar el servicio, se priorizará la existencia de servicios de comunicación audiovisual 
comunitarios sin ánimo de lucro. También se ha introducido un último apartado que pretende 
favorecer mecanismos de colaboración entre las personas prestadoras del servicio público de 
ámbito local y las de sin ánimo de lucro. 

 
En el artículo 72 “procedimiento y contenido de la comunicación previa”, se han 

introducido varias modificaciones que siguiendo las alegaciones recibidas al respecto, pretende 
disminuir las cargas administrativas de dicho trámite así como hacerlo más claro. De esta manera 
se ha eliminado la obligación de aportar una declaración responsable de cumplimiento de los 
requisitos exigibles, se permite la puesta en marcha del servicio tan pronto como se realiza la 
comunicación previa, se aclaran plazos del procedimiento y se indica que para que una 
comunicación no tenga ningún efecto, será necesario incoar un expediente contradictorio en el que 
se conceda audiencia a la persona interesada. 

 
El artículo 75 “requisitos y limitaciones para ser titular de una licencia de comunicación 

audiovisual”, recoge ahora de una forma más clara y completamente en sintonía con la Ley 
7/2010 las limitaciones fijadas para evitar situaciones de concentración de licencias. 

 
Se modifica el artículo 78 “Duración y renovación de las licencias audiovisuales” para 

indicar que la solicitud ha de presentarse ante al órgano correspondiente de la Consejería 
competente en materia de medios de comunicación social y también para indicar de forma mas 
precisa cuando se procederá a la renovación de la licencia de forma automática. 
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En el artículo 80 “Negocios jurídicos sobre licencias de comunicación audiovisual” se 

elimina el párrafo correspondiente al establecimiento de los valores reales de las licencias a efectos 
de la liquidación de tributos. También se aclara que es el órgano correspondiente de la Consejería 
competente en materia de medios de comunicación social quien solicitará informe al Consejo 
Audiovisual de Andalucía a los efectos de garantizar el pluralismo y la libre concurrencia en el 
sector para prevenir situaciones de concentración de medios y abuso de posición dominante. 

 
Se modifica el artículo 81 “Especialidades en caso de arrendamiento de licencias” para 

indicar que la comunicación conjunta se debe presentar al órgano correspondiente de la Consejería 
competente en materia de medios de comunicación social. 

 
En relación al artículo 82 “Competencias para el ejercicio de las potestades de inspección y 

sanción” se ha modificado el punto segundo para clarificar el ámbito geográfico de aplicación. 
 
En el artículo 86 “Auxilio a la labor inspectora”, se ha modificado el texto de forma que se 

adecue escrupulosamente a los términos previstos en las normas que atribuyen y regulan el 
ejercicio de las funciones propias de los Juzgados y Tribunales y de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado. 

 
En el Artículo 95 “Infracciones graves” se modifica la redacción de la referida a la no 

colaboración con la inspección.   
 
En el artículo 96 “Infracciones leves” se introduce una nueva infracción por incumplimiento 

del código interno regulador del derecho de acceso. 
 
Se modifica la entrada del artículo 100 “Medidas cautelares” para una mayor definición del 

proceso de conformidad  con la normativa de procedimiento administrativo.  
 
En el artículo 101 “Medidas sancionadoras accesorias”, se introducen dos nuevas medidas 

y se elimina una. También se añade que podrán acordarse medidas de acción positiva que 
compensen el perjuicio ocasionado por la emisión de contenidos o de comunicaciones comerciales 
que atenten contra el principio de igualdad entre hombres y mujeres o vulneren los derechos de los 
menores, de las personas con discapacidad y de otros colectivos necesitados de especial 
protección. 

 
Se modifica la “Disposición adicional única” para corregir su denominación y para 

actualizar los artículos referenciados. 
 
Se introduce la “Disposición transitoria cuarta” que fija el plazo de creación del reglamento 

por el que se regula el régimen de funcionamiento, competencias y composición del Consejo de 
Participación Audiovisual de Andalucía. 
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Se introduce la “Disposición transitoria quinta” para poner plazo al reglamento que 
desarrolla la Prestación del servicio televisivo por Universidades Públicas andaluzas, así como a 
Centros docentes públicos no universitarios y estableciendo que hasta ese momento se limitarán a 
la prestación del servicio público radiofónico. 

 
Se introduce la “Disposición transitoria sexta” y “Disposición transitoria séptima” para 

poner plazo al reglamento que desarrolla la organización y funcionamiento del Registro de personas 
prestadoras de servicios de comunicación audiovisual y al reglamento sobre la obligación de 
financiación de productos audiovisuales respectivamente. 

 
Se introduce la “Disposición derogatoria única. Derogación normativa” para derogar 

cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a esta Ley y, expresamente, el Decreto 
1/2006, de 10 de enero, por el que se regula el régimen jurídico de las televisiones locales por 
ondas terrestres en Andalucía. 

 
Se introduce la “Disposición final segunda” para establecer el plazo y forma de creación del 

código interno regulador del derecho de acceso indicado en el artículo 43 “Obligaciones de las 
personas prestadoras públicas y comunitarias sin ánimo de lucro”. 

 
 
 
 

 
 

                      EL DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL 
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OBSERVACIONES AL INFORME SSPI000017/17 EMITIDO POR EL GABINETE 
JURÍDICO DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA EN RELACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY 
AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA 
 
 

Analizadas las alegaciones recibidas en el informe SSPI000017/17 trasladado por el 
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía en relación al Anteproyecto de LEY AUDIOVISUAL DE 
ANDALUCÍA y recibido oficialmente en esta Dirección General de Comunicación Social el pasado 25 
de abril, se realizan por este Centro Directivo las siguientes observaciones: 

 
En cuanto a la consideración jurídica Segunda, se han incorporado a la Exposición de 

Motivos del Anteproyecto de Ley Audiovisual de Andalucía (en adelante APLAA) las observaciones 
realizadas por considerarse relevantes, aceptándose en sus propios términos, quedando de esta 
forma incorporada la referencia al Título VIII de nuestro Estatuto de Autonomía, así como las 
referencias adicionales del contenido del artículo 70, dedicado a la publicidad, y del artículo 216, 
relativo a la participación de la Comunidad Autónoma en la planificación de su espacio 
radioeléctrico. 

 
En relación con la consideración jurídica Quinta, desde el punto de vista procedimental se 

comparte plenamente tanto la necesidad de considerar el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 22 
de octubre de 2002, por el que se aprueban instrucciones sobre el procedimiento para la 
elaboración de anteproyectos de ley y disposiciones reglamentarias competencia del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, como la no aplicación del artículo 133 de la Ley 39/2015, de 2 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, dado que 
en el momento de iniciarse la tramitación del anteproyecto no se encontraba todavía en vigor, si 
bien, como queda reflejado en la exposición de motivos del APLAA, desde finales de 2013 se llevó 
a cabo un proceso de consulta y colaboración pública con la práctica totalidad de agentes del 
sector audiovisual al objeto de producir un documento de bases de dicho APLAA. 

 
Igualmente debe señalarse que consta en el expediente administrativo de tramitación del 

APLAA la realización del trámite de audiencia a los organismos y entidades propuestas por la 
Dirección General de Comunicación Social en la que estaban representados la práctica totalidad de 
agentes del sector audiovisual, así como la publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía 
nº. 217, de 9 de noviembre de 2015, del trámite de información pública, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 43.5 y 45.1.c) de la Ley 6/2006,  de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 
En relación con la consideración jurídica Sexta, se comparten plenamente las 

observaciones relativas al empleo de la técnica normativa de la “lex repetita”, debiendo hacerse 
necesaria referencia a que la reproducción de normas de otras disposiciones, en lugar de la 
remisión a ellas, puede generar una innecesaria complicación normativa, cuando no confusión e 
inseguridad. 
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No obstante, sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Constitucional ha matizado la proscripción de 
la reiteración o reproducción de normas estatales por el legislador autonómico precisando que no debe 
extenderse a aquellos supuestos en que la reiteración simplemente consista en incorporar a la normativa 
autonómica, ejercida ésta en su ámbito competencial, determinados preceptos del ordenamiento procesal 
general con la sola finalidad de dotar de sentido o inteligibilidad al texto normativo aprobado por el 
Parlamento Autonómico (STC 47/2004, de 29 de marzo, FJ 8). Así, en este orden de ideas, la sentencia 
del Tribunal Constitucional 341/2005, de 21 de diciembre (FJ 9) considera que “la reproducción de 
preceptos estatales dentro de los límites referidos responde a una opción de técnica legislativa que entra 
de lleno en la libertad de configuración del legislador, considerando que el uso de tal técnica puede 
ayudar en ocasiones a paliar la dispersión normativa existente en una determinada materia...” 

 
De esta forma, aun acudiendo al uso de la técnica de la “lex repetita”, se comparte la observación 

que se hace en el informe en lo relativo a su correcta utilización respecto de la tipificación de las 
infracciones, quedando justificada la reproducción de los preceptos al realizarse con la finalidad de 
adaptar el régimen sancionador a las peculiaridades que presentan los servicios de comunicación 
audiovisual en Andalucía, incorporando nuevos supuestos de infracción y adecuando el régimen de 
sanciones al principio de proporcionalidad. 

 
 En relación con el resto de los preceptos en los que se aconseja acudir a la técnica del  

reenvío a la norma básica, se realizarán en este informe las concretas y oportunas observaciones en 
cada uno de ellos. 

 
En cuanto al apartado 6.2 relativo a que la Ley tendría cierto contenido programático y no 

obstante su carácter de observación de técnica legislativa simple, queda aceptada la observación 
realizada en relación con los artículos 10 y 37. De esta forma, se procede a modificar la redacción del 
artículo 10, eliminando, en lo posible, dicho carácter, si bien su primer apartado está directamente 
relacionado con la convocatoria anual por este Centro Directivo de subvenciones en materia de mejora 
de la alfabetización mediática y fomento de lectura de la prensa en Andalucía, cuya última 
convocatoria se ha efectuado mediante Orden de 9 de noviembre de 2016, por la que se aprueban las 
bases reguladoras para la concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva 
destinadas a la mejora de la alfabetización mediática y fomento de lectura de la prensa en Andalucía, 
publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía nº. 222, de 18 de noviembre de 2016. 

 
De esta forma, la redacción del artículo 10 sería la siguiente:  
 

Artículo 10. Derecho a la alfabetización mediática e informacional con carácter coeducativo. 

1. Se reconoce el derecho de las personas a la alfabetización mediática e informacional como forma de 
empoderamiento de la ciudadanía, herramienta de acceso equitativo a la información y al conocimiento, así como 
instrumento para contribuir al mantenimiento de medios de comunicación y sistemas de información libres, 
independientes y pluralistas. 
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2. La ciudadanía andaluza tiene derecho a adquirir los conocimientos necesarios que coadyuven tanto a 
la formación de juicios críticos como a la adquisición de habilidades para un consumo responsable y una 
generación creativa de contenidos audiovisuales.  

3. A tal efecto, la Administración de la Junta de Andalucía elaborará las estrategias necesarias, 
incluyendo su incorporación en los contenidos curriculares de las distintas etapas educativas en Andalucía. 

 
Asimismo, de acuerdo con la observación realizada, el apartado segundo del art. 30 

quedaría modificado, sustituyéndose la expresión “incentivar” por la de “favorecer”. 
 
En relación con la consideración jurídica Séptima y entrando ya en el estudio 

pormenorizado del texto, se indica a continuación la actuación realizada en cada uno de sus 
apartados: 

 
7.1.1. Se acepta la observación relativa al artículo 5 sustituyéndose el término "legislación 

comunitaria" por "legislación de la Unión Europea". 
 
7.1.2. Se acepta la observación relativa al artículo 7, sustituyéndose la reproducción 

parcial del artículo 4 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, 
por una remisión al mismo incorporando la diversidad étnica de Andalucía no contemplada en el 
precepto estatal de carácter básico. 

 
7.1.3. Una vez analizada la observación relativa al artículo 8, se ha optado por mantener 

la redacción original, que ya contenía varias referencias a los preceptos de la citada Ley 7/2010, 
de 31 de marzo, evitándose así su reproducción. Además la redacción integra aquellos extremos 
novedosos que este anteproyecto incorpora, dotándolos del contexto necesario para su adecuada 
comprensión en aras a proporcionar una visión sistemática y seguridad jurídica en la materia. 

 
7.1.6. En relación a la sugerencia relativa al artículo 10, como ya se ha indicado, se 

procede a modificar la redacción del artículo 10.1, eliminando en lo posible el texto de carácter 
programático.  

 
7.2.1. Se acepta la observación relativa al artículo 13.1.d), la cual se entiende realizada al 

artículo 13.3.d), eliminándose de dicho apartado la referencia a la autorización provisional, siendo 
sustituido por el siguiente apartado (e), que ahora pasa a ser el d). 

 
Por tanto la redacción del apartado tercero del precepto sería la siguiente:  

3. Corresponde al órgano directivo competente en materia de medios de comunicación social, a través de su 
persona titular: 

a) Autorizar la celebración de negocios jurídicos cuyo objeto sea una licencia de comunicación audiovisual 
o que supongan una modificación de la prestadora del servicio. 
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b) Dictar instrucciones y decisiones, así como requerimientos de información relacionados con la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual. 

c) Ejercer las potestades de inspección y sanción necesarias para la verificación del cumplimiento del 
régimen jurídico aplicable en la prestación de servicios de comunicación audiovisual y en la prestación de aquellos 
servicios sin título habilitante o sin haber cumplido el deber de comunicación previa a que hace referencia la 
presente Ley y demás normativa de aplicación. 

d) Ejercer las demás atribuciones que le reservan la presente Ley u otras que resulten de aplicación. 

 
7.2.2. Sin perjuicio de la observación relativa al artículo 15, se ha optado por mantener la 

redacción en virtud de lo establecido en el art. 9 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la 
promoción de la igualdad de género en Andalucía. 

 
7.2.3. Se recoge la sugerencia relativa al artículo 16, introduciéndose un nuevo apartado 

segundo 2 relativo al desarrollo reglamentario. 
 
La redacción del precepto, en sus dos apartados, sería la siguiente:  
 

Artículo 16. Plan Estratégico Audiovisual de Andalucía. 

1. Dado el carácter estratégico del sector audiovisual de Andalucía por su importancia social y 
económica, así como por su valor como instrumento para la promoción turística, la promoción y la divulgación de 
la cultura y la historia de Andalucía, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía aprobará cada cuatro años un 
Plan Estratégico Audiovisual de Andalucía, en el que se tendrán en cuenta los siguientes objetivos fundamentales: 

a) La defensa y potenciación de los servicios de comunicación audiovisual de titularidad pública 
autonómicos y locales, así como de los servicios audiovisuales de proximidad. 

b) La adopción de políticas en el sector que fomenten el empleo estable, la seguridad y salud laboral, el 
apoyo a la economía social y a la pequeña y mediana empresa que aporten valor en Andalucía, aplicando el 
principio de igualdad y la transversalidad de género. 

c) El establecimiento de sistemas de medición transparente de audiencias en Andalucía. 

d) La independencia y profesionalidad de los servicios de comunicación audiovisual y de las personas 
trabajadoras y profesionales, aplicando los códigos deontológicos profesionales correspondientes y, 
transversalmente, la promoción de la igualdad real de oportunidades entre mujeres y hombres. 

 2. Reglamentariamente se regulará su procedimiento de elaboración, contenido y posibles prórrogas. 
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7.2.4. Se acepta la observación relativa al artículo 17, introduciéndose un nuevo apartado 
segundo relativo al posterior desarrollo reglamentario. 

 
De esta forma, la redacción de este nuevo apartado sería: 

 2. Reglamentariamente se regulará su procedimiento de elaboración, contenido y posibles prórrogas. 

 
7.2.5. Se recoge de forma completa la observación relativa al artículo 18, quedando 

aceptada la redacción del precepto propuesta en el informe. 
 
 La redacción del artículo 18 es la siguiente: 

Artículo 18. Patrimonio Audiovisual de Andalucía. 

Las películas, programas radiofónicos o televisivos, las grabaciones sonoras y de vídeo, y demás 
documentos audiovisuales y colecciones de naturaleza análoga que posean, por su origen, antigüedad o valor, 
interés para la Comunidad Autónoma se protegerán según lo dispuesto en la Ley de Patrimonio Histórico de 
Andalucía, su normativa de desarrollo y demás normas que resulten de aplicación. Reglamentariamente se 
articularán los mecanismos que garanticen su recuperación, preservación, conservación y acceso de conformidad 
con la normativa vigente en materia de patrimonio histórico. 

  
7.3.1.  En relación con la observación relativa al artículo 21, entendemos que la propia 

Ley 7/2010, de 31 de marzo, en su artículo 22.3 otorga plena competencia a las Comunidades 
Autónomas en relación a las personas prestadoras que hayan obtenido licencias en sus respectivos 
ámbitos territoriales, y no sólo una competencia ejecutiva, lo que permite fijar un porcentaje menor 
de emisiones en cadena, favoreciendo el empleo en nuestra Comunidad Autónoma. 

 
7.3.2. Se acepta la observación relativa al artículo 30, separando las obligaciones de las 

personas prestadoras públicas de las impuestas a las personas prestadoras comunitarias sin ánimo 
de lucro que pasan a regularse en un nuevo apartado 3. 

 
7.4.1. Se entiende que la observación se realiza al contenido del artículo 31 (y no 34), 

habiéndose mantenido la misma redacción por considerar que en dicho precepto se refuerza la 
protección de las personas menores en relación a las comunicaciones comerciales. 

 
7.4.2. Se entiende que la observación se realiza al contenido del artículo 32 (y no 33). 
 
7.4.3. Sin perjuicio de la observación relativa al artículo 34, se ha mantenido la misma 

redacción por considerar que en dicho precepto se regulan nuevas formas de comunicaciones 
comerciales (sobreimpresiones, transparencias, publicidad virtual, ...), así como la referencia a los 
criterios definidos por el Consejo Audiovisual de Andalucía. 

 
7.5.2. En relación con el contenido del artículo 38, se ha introducido una referencia al 

necesario desarrollo reglamentario para regular la autorización de la excepción prevista en su 
apartado 4. 
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7.5.3. Se acepta la sugerencia relativa a la ordenación de los artículos 44 a 46, por 
razones sistemáticas. De esta forma, el art. 44 pasa ahora a referirse al servicio público televisivo 
de ámbito local, el artículo 45 al servicio público radiofónico y el art. 46 a los servicios públicos de 
las Universidades y Centros Docentes no universitarios.  

 
7.5.4. Se acepta la observación relativa a la emisión de la autorización provisional prevista  

artículo 45.3, quedando suprimido dicho apartado del precepto. 
 
7.5.6. Se acepta la observación relativa a la autorización provisional para la prestación del 

servicio de comunicación audiovisual si ánimo de lucro prevista en el artículo 48.3, eliminándose 
dicho apartado por idénticas razones que la contemplada en la observación anterior. 

 
7.6.7. Se acepta la observación relativa al artículo 53.1, eliminándose el segundo párrafo 

al no contemplarse ni estar previstos nuevos supuestos de comunicación previa que no produzcan 
efecto de los que ya se contemplan en el apartado 2 del artículo 23 de la Ley 7/2010, de 31 de 
marzo. 

 
De esta forma la redacción del artículo 53 queda de la siguiente forma: 
 

Articulo 53. Régimen jurídico de la comunicación previa. 

1. La comunicación fehaciente y previa se realizará mediante escrito dirigido al órgano directivo 
competente en materia de medios de comunicación social. 

2. Se anotará en el Registro de personas prestadoras de servicios de comunicación audiovisual de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía la información relativa a la prestadora titular de la comunicación previa, una 
vez verificada dicha comunicación.  

 
7.6.1. En relación con la sugerencia de unificar los apartados 1 y 2 del artículo 57, así 

como la sustitución del inciso “..sobre los servicios de comunicación audiovisual cuyos títulos 
habilitantes hayan sido otorgados por la Administración de la Junta de Andalucía o que tengan el 
deber de comunicación previa ante la misma, cualquiera que sea el medio de transmisión 
empleado.”, se considera razonable el mantenimiento de la redacción original ya que la misma 
atiende de forma más completa la casuística de servicios audiovisuales sobre los que se pueden 
ejercer las potestades de inspección y sanción, especialmente en los casos fronterizos y de 
desbordamientos de señal. 

 
7.6.2. Se recoge la observación relativa al artículo 58.2, delimitándose más claramente 

las competencias que ostentan, de acuerdo con la normativa, los diferentes órganos. 
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7.6.3. Se acepta la observación relativa al artículo 61.1.a) sustituyéndose la autorización 
administrativa por autorización judicial. En base a este cambio, también se ha modificado el inciso 
"...el personal inspector deberá contactar con la persona inspeccionada...", por "...el personal 
inspector podrá contactar con la persona inspeccionada...". 

 
 De esta forma la redacción de la letra a) del apartado 1 del citado precepto es la 

siguiente: 

Artículo 1. Facultades de la inspección. 

1. El personal inspector, en el desarrollo de su actividad, está facultado para: 

a) Acceder libremente, previa autorización judicial, sin previo aviso, con respeto, en todo caso, a la 
inviolabilidad del domicilio constitucionalmente protegido, a las instalaciones, incluyendo los terrenos y 
construcciones en las que se ubiquen, directamente relacionadas con la prestación de servicios de 
comunicación audiovisual. No obstante lo anterior, el personal inspector podrá contactar con la persona 
inspeccionada antes de realizar dicho acceso, al objeto de facilitarlo.  

 
7.6.4. Se acoge la observación relativa al artículo 62. Para ello, se delimitan los datos 

personales a solicitar, quedando circunscritos a los "meramente identificativos y de contacto" y se 
han separado la organizaciones y asociaciones sectoriales de las entidades públicas. 

 
Asimismo, se suprimen las excepciones ya contempladas en el artículo 61.1.e), 

simplificándose de esta forma tanto la redacción del precepto como su sistemática. 
 
7.6.7. Se acepta la observación relativa al apartado 6 del artículo 62, de forma que quede 

clarificado el concepto de “persona técnica”. A tal efecto, dicho apartado 6 pasa a ser el 7. 
 
De esta forma, la redacción completa del artículo 62 es la siguiente: 
 

Artículo 62. Auxilio a la labor inspectora. 

1. Las personas inspectoras podrán solicitar apoyo de cualquier otra autoridad y de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, las cuales procurarán prestar su auxilio y colaboración, cuando ésta sea 
necesaria para el desarrollo de la actividad inspectora. 

2. Sin perjuicio de las funciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y dentro del marco 
normativo y competencial vigente, la Policía Autonómica bajo la dependencia directa de la Junta de Andalucía 
proporcionará la colaboración necesaria que requiera el ejercicio de la actividad inspectora. 

3. Las Administraciones públicas y cuantas personas ejerzan funciones públicas, especialmente todos 
aquellos órganos con competencia en materia audiovisual o relacionadas, facilitarán el suministro, si son 
requeridos para ello, de las informaciones, antecedentes y datos con relevancia para el ejercicio de la potestad 
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inspectora, incluyendo los de carácter personal meramente identificativos y de contacto, sin necesidad de 
consentimiento de la persona afectada, de conformidad con la normativa que al efecto resulte aplicable,. La 
información así obtenida será reservada y no podrá utilizarse para fines distintos a los previstos en esta Ley.  

4. La misma colaboración resultará exigible respecto de las organizaciones y asociaciones sectoriales 
vinculadas al sector audiovisual y sectores relacionados en Andalucía.  

5. Las Administraciones públicas deberán constatar en sus procedimientos de concesión de licencias 
y autorizaciones de obras y actividades necesarias para la prestación de servicios de comunicación audiovisual que 
se está en posesión del preceptivo título habilitante o  se ha efectuado la oportuna comunicación previa que 
legitima dicha prestación.  

6. Las labores de auxilio y colaboración establecidas en los apartados anteriores se realizará de 
conformidad y en los términos previstos en las normas que atribuyen y regulan el ejercicio de las funciones propias 
de los Juzgados y Tribunales y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

7. Las personas inspectoras, en el ejercicio de sus funciones, podrán ser asistidas por otras personas 
con conocimientos técnicos específicos en materia de legislación audiovisual, así como de equipamiento de 
difusión de telecomunicaciones, cuando así lo consideren necesario, pudiendo ser acompañadas por ellas en las 
inspecciones que realicen a terceras personas. 

 
7.6.8. Se acoge la observación relativa al artículo 63, de forma que en su apartado 1 se 

incorpora la referencia a la normativa del régimen jurídico. 
 
7.6.9. Se acepta la sugerencia relativa al artículo 66, añadiéndose el siguiente inciso al 

inicio del artículo “Además de las establecidas en el artículo 59 de la Ley 7/2010, de 31 de 
marzo…”. 

 
7.6.10. En relación con la observación relativa a la figura del cooperador necesario 

prevista para la infracción grave establecida en el artículo 65.5, en dicho precepto se refiere que 
afecta a las personas físicas o jurídicas que difundan o transporten las señales, es decir, a los 
operadores de telecomunicaciones que contribuyen o soportan la emisión audiovisual, incluyendo a 
los operadores "por cable", sujetos sólo al deber de comunicación previa. Esta figura se completa 
además con lo establecido en el art. 72.4. 

 
7.6.11. Se acepta la observación relativa a la medida accesoria de prohibición de 

contratar con la Administración Pública  durante un plazo no inferior a tres años prevista en la letra 
a) del apartado 1 del artículo 71, la cual queda en consecuencia suprimida. 
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7.6.12. En relación con la observación relativa a la falta de concreción de las medidas 

accesorias consistentes en medidas de acción positiva que compensen el perjuicio ocasionado  por 
la emisión de contenidos  o de comunicaciones comerciales que atenten contra el principio de 
igualdad entre hombres y mujeres o vulneren los derechos de los menores, de las personas con 
discapacidad y de otros colectivos necesitados de especial protección previstas en el artículo 71.4, 
se ha procedido a incluir la referencia al necesario desarrollo reglamentario de este apartado. 

 
7.7.1. Se recoge la observación relativa a la disposición transitoria segunda, la cual queda 

suprimida. 
 
7.7.2. En relación con la observación relativa a la disposición derogatoria única, ha de 

señalarse que en la redacción de la misma se establecen clara y explícitamente los preceptos que 
van a continuar rigiendo hasta que se materialice el desarrollo reglamentario de la Ley. 

 
7.7.3. Se recoge la recomendación relativa a los plazos de desarrollo reglamentario, 

unificándose en dieciocho meses. 
 
En relación con la consideración jurídica Octava relativa a las recomendaciones de mejoras 

técnicas, se señala que no se contiene en el texto del anteproyecto el referido artículo 4.7, 
manteniéndose la redacción del artículo 59.1  por estimarse necesario establecer a nivel legal la 
misión de la actividad inspectora en materia audiovisual. 

 
8.2. En la recomendación relativa a la exposición de motivos, se considera que la 

redacción original se ajusta a las directrices de técnica normativa, describiéndose el objeto, 
finalidad, antecedentes y el contenido de la ley. Por la extensión que tiene, no se considera que sea 
necesaria su división en apartados. 

 
8.3. Finalmente, se han recogido las recomendaciones sobre el articulado, salvo la relativa 

al apartado 8.3.5. en base a la Ley 12/2007, de 26 de noviembre. 
 
 

 
                      EL DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL 
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I. Antecedentes

La  Ley  5/1997,  de  26  de  noviembre,  del  Consejo  Económico  y  Social  de
Andalucía,  establece  en  su  artículo  4.1  la  función  de  emitir,  con  carácter
preceptivo, informes sobre los anteproyectos de leyes que a juicio del Consejo de
Gobierno  posean  una  especial  trascendencia  en  la  regulación  de  materias
socioeconómicas y laborales.

En  este  sentido,  el  día  22  de  mayo  de  2017,  tuvo  entrada  en  el  Consejo
Económico  y  Social  de  Andalucía  escrito  de  la  Consejería  de  la  Presidencia  y
Administración Local de la Junta de Andalucía solicitando la emisión de Dictamen
sobre el Anteproyecto de Ley Audiovisual de Andalucía.

Por  acuerdo  de  la  Comisión  Permanente  del  Consejo  Económico  y  Social  de
Andalucía, la solicitud de dictamen fue trasladada a la Comisión de Trabajo de
Asuntos Institucionales y Administraciones Públicas, a fin de que llevase a cabo el
correspondiente examen del texto normativo y adoptase el acuerdo previsto en el
artículo  44  del  Reglamento  de  Organización  y  Funcionamiento  del  CES  de
Andalucía.
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II. Contenido

El anteproyecto de ley que se somete a dictamen tiene como objeto la regulación
del régimen jurídico de la comunicación audiovisual en Andalucía, de acuerdo con
la Constitución Española y el Estatuto de Autonomía para Andalucía, sin perjuicio
de la legislación estatal de aplicación.

El marco competencial viene definido por el artículo 149.1.27 de la Constitución
Española,  que  determina  la  competencia  exclusiva  del  Estado  para  dictar  las
normas básicas del régimen de la radio y la televisión y, en general, de todos los
medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo
y ejecución correspondan a las comunidades autónomas.

En el ámbito autonómico, el artículo 69 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
determina que corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la
ejecución sobre competencias de medios de comunicación social. Por su parte, el
artículo 70 le otorga la competencia exclusiva sobre la publicidad en general y
sobre la publicidad institucional, sin perjuicio de la legislación del Estado. 

En  este  contexto,  y  sin  perjuicio  del  respeto  a  la  legislación estatal  básica,  el
anteproyecto de ley pretende, por un lado, convertirse en un instrumento propio
con  el  que  atender  las  necesidades  regulatorias  recogidas  en  el  título  VIII  del
Estatuto y, por otro, llevar a cabo una regulación integral de la actividad audiovisual
en la Comunidad Autónoma, centrándose en la defensa del  servicio público de
comunicación audiovisual, a la que se refiere el primer apartado del artículo 210, y
dentro  del  respeto  a  los  derechos,  libertades  y  valores  constitucionales,
especialmente en relación con la protección de la juventud y la infancia, al tiempo
que vela por el cumplimiento del principio de igualdad de género y la eliminación
de cualquier  forma de discriminación,  recogidos  en el  artículo  208.  Asimismo,
articula una serie de acciones institucionales y medidas de fomento, y establece
una organización administrativa en materia audiovisual, como vía de desarrollo de
las competencias atribuidas por este título.

Por  último,  de  acuerdo  con  los  principios  rectores  de  las  políticas  públicas
recogidos en los apartados quinto y sexto del artículo 37 del texto estatutario, el
anteproyecto de ley presta la debida atención a las personas con discapacidad.

Por lo que a los antecedentes normativos respecta, hay que citar, en el ámbito
estatal, la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual,
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que  supone  la  transposición  de  la  Directiva  2007/65/CE  de  servicios  de
comunicación  audiovisual,  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo,  de  11  de
diciembre del 2007, y es una norma básica tanto para el sector privado como para
el  público,  que  fija,  en  el  marco  competencial  establecido  por  la  Constitución
Española,  los  principios  mínimos que deben  inspirar  la  presencia  en el  sector
audiovisual  de  organismos  públicos  prestadores  del  servicio  público  de  radio,
televisión y servicios interactivos. 

En la Comunidad Autónoma destacan la Ley 18/2007, de 17 de diciembre, de la
radio  y  televisión  de  titularidad  autonómica  gestionada  por  la  Agencia  Pública
Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA), y la Ley 1/2004, de 17
de diciembre, de creación del Consejo Audiovisual de Andalucía.

El anteproyecto de ley se estructura en una parte expositiva y una dispositiva con
setenta y cuatro artículos, englobados en un título preliminar y seis títulos, dos
disposiciones  adicionales,  seis  transitorias,  una  derogatoria  y  cinco  finales.  Su
contenido es el siguiente:

TÍTULO PRELIMINAR. “DISPOSICIONES GENERALES” (artículos 1 a 4)

Establece el objeto, el ámbito de aplicación, los principios inspiradores y una serie
de definiciones que completan las de la legislación estatal básica.

TÍTULO I. “DERECHOS DE LA CIUDADANÍA” (artículos 5 a 12)

Desarrolla una carta de derechos de la ciudadanía, que respetando los mínimos
establecidos en la ley estatal  básica,  refuerza y avanza en el  desarrollo  de los
derechos fundamentales a la información y a la comunicación, consagrados en el
artículo 34 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, y, como novedad, determina
la  creación,  mediante  decreto  del  Consejo  de  Gobierno,  del  Consejo  de
Participación Audiovisual de Andalucía, como garante de esos derechos y órgano
representativo de la diversa realidad social andaluza.

TÍTULO  II.  “LA  ADMINISTRACIÓN  AUDIOVISUAL  EN  ANDALUCÍA”
(artículos 13 a 19)

Se divide en los siguientes capítulos: 
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Capítulo I. Organización de la administración audiovisual  (artículos 13 a
15)

Regula  la  organización  de  la  administración  audiovisual,  determinando  las
competencias de la Administración de la Junta de Andalucía y de las entidades
locales, y crea el Registro de personas prestadoras de servicios de comunicación
audiovisual.

Capítulo II. Política audiovisual (artículos 16 a 19)

Determina  que  el  Consejo  de  Gobierno  aprobará  cada  cuatro  años  un  Plan
Estratégico  Audiovisual  de  Andalucía,  cuyo  procedimiento  de  elaboración,
contenido y posibles prórrogas se establecerán reglamentariamente. En el marco
del  mismo,  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  formulará  un  Plan  de
Ordenación e  Impulso  del  Sector  Audiovisual  andaluz.  Asimismo,  contempla  la
protección del patrimonio audiovisual, según lo dispuesto por la Ley de Patrimonio
Histórico  de Andalucía,  y  la  utilización de sistemas de medición de audiencias
independientes y fiables que permitan el conocimiento de la realidad de los medios
de comunicación autonómicos y locales, y sean una herramienta para la toma de
decisiones y la planificación de la difusión de los mensajes institucionales.

TÍTULO  III.  “DERECHOS  Y  OBLIGACIONES  DE  LAS  PERSONAS
PRESTADORAS  DEL  SERVICIO  DE  COMUNICACIÓN  AUDIOVISUAL”
(artículos 20 a 30)

Está dividido en los siguientes capítulos:

Capítulo  I.  Derechos  de  las  personas  prestadoras  del  servicio  de
comunicación audiovisual (artículos 21 a 23)

Reconoce  el  derecho  a  la  emisión  en  cadena,  el  derecho  a  emitir  en  nuevos
formatos  y  a  la  innovación  tecnológica,  y  el  derecho  a  actualizar  el  proyecto
audiovisual vinculado al título habilitante para la prestación del servicio.

Capítulo II.  Obligaciones de las personas prestadoras del  servicio de
comunicación audiovisual (artículos 24 a 30)

Sección 1ª. Obligaciones ante la ciudadanía (artículos 24 y 25)
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Sección 2ª. Obligaciones ante la Administración Audiovisual de Andalucía (artículos
26 a 28)

Sección 3ª. Obligaciones específicas (artículos 29 y 30)

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en la legislación estatal básica, la
primera sección contiene las obligaciones de las personas prestadoras del servicio
de comunicación audiovisual ante la ciudadanía; la segunda sección contiene sus
obligaciones ante la administración audiovisual; la tercera sección, por su parte,
contempla  obligaciones  específicas  para  las  personas  prestadoras  privadas  de
carácter  comercial,  así  como  para  las  personas  prestadoras  públicas  y  las
comunitarias sin ánimo de lucro. 

TÍTULO  IV.  “COMUNICACIONES  COMERCIALES  AUDIOVISUALES”
(artículos 31 a 35)

Define  el  régimen  jurídico  de  las  comunicaciones  comerciales  audiovisuales,
señalando restricciones y prohibiciones, y estableciendo protecciones específicas
para las personas mayores y menores; asimismo, obliga a insertar la etiqueta de
“publicidad”  de  forma visible  en  determinadas  fórmulas  no  convencionales  de
comunicaciones  comerciales,  tales  como  publirreportajes  o  telepromociones;
finalmente,  aboga  por  la  corregulación  y  la  autorregulación  en  materia  de
publicidad,  y  determina  que  los  códigos  de  conducta  que  se  elaboren  en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo,
deberán prever mecanismos de resolución de reclamaciones, y que las personas
prestadoras de servicios de comunicación audiovisual, anunciantes y agencias de
publicidad podrán voluntariamente suscribir convenios con el Consejo Audiovisual
de Andalucía para ejercer funciones arbitrales en la resolución de los conflictos
generados por la aplicación de los códigos de conducta.

TÍTULO V. “SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL” (artículos 36 a
56)

Consta de los siguientes capítulos:

Capítulo I. El servicio público audiovisual en Andalucía (artículos 36 a 46)

Sección 1ª. Disposiciones generales (artículos 36 a 41)
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Sección 2ª. Modalidades de la prestación del servicio (artículos 42 a 46)

El capítulo está dedicado al servicio público audiovisual en Andalucía. La sección
primera contiene su definición y alcance, la forma de gestión, que será directa, y
las medidas financieras aplicables; contempla, además, los fines y mecanismos de
control de las personas prestadoras del servicio público audiovisual, así como lo
relativo a las circunstancias de la suspensión temporal del servicio y a la extinción
de las concesiones, cuyas causas se determinarán reglamentariamente. 

La sección segunda se centra en las modalidades de la prestación del servicio,
distinguiendo el ámbito autonómico, el servicio público televisivo y radiofónico de
ámbito local y los servicios públicos de las universidades y centros docentes no
universitarios.

Capítulo  II.  Servicios  de  comunicación  audiovisual  comunitarios  sin
ánimo de lucro (artículos 47 a 51)

Determina las condiciones generales de la prestación del servicio, que requerirá de
licencia previa otorgada mediante concurso público por el Consejo de Gobierno, a
propuesta del órgano directivo competente en materia de medios de comunicación
social; recoge los supuestos de extinción de la licencia y las obligaciones de la
actividad  económica  y  presupuestaria,  y  determina  que  la  competencia  de
supervisión y control de las condiciones de prestación del servicio corresponde al
órgano competente en materia de medios de comunicación social,  así como al
Consejo Audiovisual de Andalucía en materia de contenidos y publicidad.

Capítulo III. El servicio de comunicación audiovisual privado de carácter
comercial (artículos 52 a 56)

Sección 1ª. Régimen jurídico (artículos 52 a 54)

Sección 2ª. Negocios jurídicos (artículos 55 y 56)

Define  el  régimen jurídico  del  servicio  de comunicación audiovisual  privado  de
carácter comercial  y el  de la comunicación previa, y determina las condiciones
esenciales de las licencias y las condiciones necesarias para la celebración de
negocios jurídicos. 
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TÍTULO VI. “INSPECCIÓN Y SANCIÓN” (artículos 57 a 74)

Consta de los siguientes capítulos:

Capítulo I. Disposiciones generales (artículos 57 y 58)

Establece las competencias para el  ejercicio de las potestades de inspección y
sanción  y  determina  los  órganos  a  los  que  se  atribuye  el  ejercicio  de  tales
potestades.

Capítulo II. De la inspección (artículos 59 a 62)

Concreta los términos de la actividad inspectora; especifica que será desarrollada
por personal funcionario adscrito al órgano competente para ejercer la potestad
inspectora y enumera sus facultades, y, finalmente, contempla la posibilidad de
auxilio a la labor inspectora.

Capítulo III. Régimen sancionador (artículos 63 a 74)

Dispone un plazo máximo de diez meses para notificar la resolución expresa del
procedimiento  sancionador;  precisa  una  gradación  de  las  infracciones  en  muy
graves, graves y leves, completando las establecidas en la Ley 7/2010, de 31 de
marzo; acuerda que se deberá guardar la debida adecuación entre la gravedad del
hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, y relaciona una serie de
circunstancias  atenuantes  o  agravantes  que deberán tomarse en consideración
para la graduación de la sanción, junto con los criterios previstos en el artículo
60.4 de la mencionada ley; delimita las sanciones que corresponden a cada tipo
de  infracción;  contempla  la  posibilidad  de  terminación  convencional  de  los
procedimientos  sancionadores;  enumera  las  medidas  cautelares  que  podrán
adoptarse en el caso de la comisión de infracciones muy graves y graves, una vez
incoado  el  expediente  sancionador;  decreta  que  podrán  imponerse  medidas
sancionadoras  accesorias  y  las  relaciona,  y  acuerda  a  quién  corresponde  la
responsabilidad por los hechos infractores y qué personas físicas o jurídicas están
obligadas por el deber de colaboración.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Creación de los sistemas de medición de audiencias en Andalucía.

Segunda. Participación en la planificación del espacio radioeléctrico de Andalucía.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  Accesibilidad  a  los  servicios  audiovisuales  para  las  personas  con
discapacidad auditiva y visual.

Segunda. Procedimiento de extinción de licencias inactivas o sin regularizar.

Tercera. Decreto por el que se regula el régimen de funcionamiento, competencias
y composición del Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía.

Cuarta.  Prestación del servicio televisivo por Universidades Públicas andaluzas y
Centros docentes públicos no universitarios.

Quinta.  Reglamento  del  Registro  de  personas  prestadoras  de  servicios  de
comunicación audiovisual.

Sexta. Reglamento sobre la obligación de financiación de productos audiovisuales.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación normativa

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Modificación de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre,  de creación del
Consejo Audiovisual de Andalucía.

Segunda. Modificación de la Ley 6/2005, de 8 de abril, Reguladora de la Actividad
Publicitaria de las Administraciones Públicas de Andalucía.

Tercera. Desarrollo reglamentario.

Cuarta. Código interno regulador.

Quinta. Entrada en vigor.
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III. Observaciones generales

En primer lugar y con carácter previo, este Consejo Económico y Social  quiere
señalar que han transcurrido cinco años desde que el Parlamento de Andalucía, a
través de una proposición no de ley, instara al Gobierno andaluz a elaborar una ley
audiovisual que sirviera de impulso y ordenación del sector audiovisual en nuestra
Comunidad Autónoma, y entendemos que una vez transcurrido más de un año y
medio desde que finalizaran los trabajos realizados en el seno de la Mesa de la
Ordenación  e  Impulso  del  Sector  Audiovisual  de  Andalucía  (MOISA),  se  hace
necesario aprobar una Ley Audiovisual que potencie y regule este sector productivo
estratégico, que cuenta con potencial de empleabilidad y capacidad para generar
empleo en nuestra Comunidad.

El anteproyecto de ley que se somete a nuestra consideración, tiene por objeto, tal
y como figura en su artículo 1, “regular el régimen jurídico de la comunicación
audiovisual en Andalucía, de acuerdo con la Constitución Española y el Estatuto de
Autonomía para Andalucía, sin perjuicio de la legislación estatal de aplicación”,
como no puede ser de otro modo.

La Constitución consagra en su artículo 20 la libertad de comunicación y el libre
acceso a la información por cualquier medio de difusión, respetando el pluralismo
de la sociedad, derechos que se desarrollan en el título VIII de nuestro Estatuto de
Autonomía  para  Andalucía,  y  que  antepone  la  función  social  de  los  medios
audiovisuales  de  comunicación,  tanto  públicos  como  privados,  velando
especialmente  por  la  protección de  la  juventud  y  la  infancia,  así  como por  el
cumplimiento del principio de igualdad de género y la eliminación de todas las
formas de discriminación.  

Los  medios  de  comunicación  desempeñan  un  papel  fundamental  como
instrumentos  de  participación,  y  en  especial  los  medios  de  titularidad  pública
tienen que velar por la objetividad, pluralidad y fácil acceso a los mismos de todos
los colectivos sociales.

De ahí la importancia que esta norma va a tener de cara a desarrollar y articular el
sector audiovisual  de la comunicación en Andalucía,  poniendo especial  énfasis,
como recoge en su exposición de motivos, en la defensa del servicio público de
comunicación audiovisual, y en lo preceptuado en el artículo 210.1 del Estatuto de
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Autonomía,  que  recoge  que  “el  servicio  y  la  gestión  de  la  radiotelevisión  de
Andalucía tienen carácter público y se prestarán mediante gestión directa”.

Y  en  cuanto  al  régimen competencial,  el  artículo  149.1.27  de  la  Constitución
Española señala que corresponde al Estado la competencia exclusiva para dictar
las normas básicas del régimen de la radio y la televisión y, en general, de todos
los  medios  de  comunicación  social,  sin  perjuicio  de  las  facultades  que  en  su
desarrollo y ejecución correspondan a las comunidades autónomas. Así, el artículo
69 del  Estatuto  de Autonomía para  Andalucía  establece que  corresponde  a  la
Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución sobre competencias
de medios de comunicación social, y el artículo 70 recoge también su competencia
exclusiva  sobre  la  publicidad en  general  y  sobre  publicidad  institucional,  en  el
marco  de  la  legislación  básica  del  Estado.  Legislación  básica  que  tras  la
aprobación  de  la  Ley  7/2010,  de  31  de  marzo,  General  de  Comunicación
Audiovisual, se aplica tanto para el sector privado como para el sector público, y
que vino a transponer en esta materia la Directiva 2007/65/CE de servicios de
comunicación audiovisual.

Por  todo  ello,  este  Consejo  Económico  y  Social  valora  la  oportunidad  de  este
anteproyecto  de  ley  y  lo  considera  positivamente,  más  allá  de  determinados
condicionantes en términos jurídicos y sociales que pasamos a desgranar en este
dictamen.

El  eje  principal  para  el  éxito  de  cualquier  servicio  público  reside  en  sus
profesionales. Tras años de crisis, muchas empresas de comunicación se han visto
abocadas  al  cierre  y  ello  ha  afectado  a  gran  parte  de  sus  trabajadores  y
trabajadoras  en  cuanto  a  la  precariedad  en  sus  condiciones  laborales  y
profesionales. No se pretende eliminar ni minusvalorar el papel de las empresas
de comunicación pues cumplen un papel imprescindible en el escenario mediático,
en  el  que  debe  ser  compatible  la  “libertad  de  prensa”  con  la  “libertad  de
empresa”. 

En estos momentos,  el  sector audiovisual de Andalucía necesita apostar por la
calidad y la excelencia como signo distintivo de unos servicios competitivos y de
producción propia, y por ello hay que salvaguardar a los y las profesionales de
estos  medios,  con  una  apuesta  clara  por  la  formación,  la  dignificación  de  su
trabajo, la dotación de más recursos humanos y materiales, y el empoderamiento
de dichos profesionales para garantizar su libertad y su independencia.
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Asimismo, consideramos que debe favorecerse la redacción del “Estatuto de la
Comunicación”, en el ámbito competencial oportuno, que comprenda los derechos
y establezca las obligaciones de las personas profesionales en el ejercicio de la
comunicación, y que pueda servir de referencia a medios audiovisuales públicos y
privados.

En otro orden de cosas, el anteproyecto de ley dedica el Título I a los derechos de
la ciudadanía, y ante una sociedad cada vez más digitalizada, la comunicación
audiovisual debe explorar nuevas plataformas de difusión del mensaje, ya que las
personas usuarias no consumen necesariamente estos servicios de comunicación
audiovisual mediante las plataformas tradicionales (televisión, radio, etc.), y cada
vez son más las personas que se informan a través de las redes sociales (Twitter,
Facebook, Instagram o plataformas específicas de comunicación). De ahí que este
Consejo considere que no es suficiente con la garantía de la accesibilidad universal
a los servicios de comunicación audiovisual que se recoge en el artículo 6 de este
título I, sino que los poderes públicos deben garantizar también el acceso a través
de estas nuevas plataformas, estableciendo canales de comunicación adecuados,
seguros y accesibles para la participación directa de los ciudadanos y ciudadanas
en la creación de espacios que respondan a sus necesidades y demandas.

Dicha participación es fundamental para considerar a las personas usuarias, tal y
como indica la propia exposición de motivos de la norma,  “...no como simples
destinatarias  de  los  servicios,  sino  como  parte  integrante  e  indisoluble  de  la
comunicación audiovisual,  es  decir,  una ciudadanía  prosumidora (receptora  de
información plural y veraz, así como emisora y productora de contenidos)”.

Ante esta cuestión determinante, este Consejo no comparte el planteamiento que
la norma hace sobre el derecho de participación recogido en los artículos 11 y 12,
ya  que  no  se  basa  en  los  criterios  de  participación  representativa  que  recoge
nuestro  ordenamiento  jurídico,  y  recurre  a  conceptos  jurídicos  indeterminados
como “entidades representativas o significativas”, “grupos sociales interesados” o
“movimientos  sociales  y  culturales  independientes”,  todo  ello  de  manera
excesivamente genérica y abierta, sin hacer mención a los agentes económicos y
sociales  ni  a  otras  organizaciones  de  la  sociedad  civil  como  consumidores  y
usuarios, organizaciones profesionales del sector, y otros colectivos de especial
relevancia que sí deberían tener mención en la norma.
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Por otro lado, este derecho de acceso y participación de los grupos sociales debe
afectar  por  igual  a  medios  públicos  y  privados,  y  debería  ser  el  Consejo  de
Participación  Audiovisual  de  Andalucía  quien  lo  desarrolle  y  vele  por  su
cumplimiento. Del mismo modo, y aunque se indica que la forma en la que se
ejercerá  dicho  derecho  se  establecerá  reglamentariamente,  no se  señala  plazo
para esta regulación, por lo que consideramos que debe recogerse y establecerse
un plazo lo más breve posible.

En cuanto al Consejo de Participación Audiovisual que crea esta norma, el artículo
12  sigue  generando  confusión  ya  que  incorpora  una  pluralidad  de  colectivos
indeterminados, sin precisar el carácter representativo que la normativa ampara, y
si  tienen  o  no  relación  directa  con  el  sector,  quebrando  así  la  trayectoria
democrática  de  numerosas  organizaciones  que  se  rigen  por  su  norma  de
aplicación (asociaciones de consumidores y usuarios, asociaciones empresariales,
asociaciones sindicales, etc.), y tampoco nombra a las asociaciones profesionales
del sector, como pueden ser los colegios profesionales, consejos profesionales de
los  medios  públicos  audiovisuales,  asociaciones  de  productoras  y  empresas
prestadoras de servicios de comunicación audiovisual, universidades, etc. En este
sentido,  el  abanico  de  organizaciones  es  tan  amplio  que  la  norma  tiene  que
determinar,  al  menos,  su  composición,  no  dejando  a  posterior  desarrollo
reglamentario la estructura de este órgano.

También seria de interés  aclarar  las competencias que el  citado Consejo  va a
tener, a efectos de que no colisionen con las que ya tiene desarrolladas el Consejo
Audiovisual de Andalucía, que también se define como órgano consultivo y asesor
de la Administración de la Junta de Andalucía.

Todo lo dicho es reproducible para el caso de los consejos de participación locales
que  la  norma  también  prevé,  y  que  no  siguen  los  criterios  de  participación
institucional reiterados en estas observaciones.

Con respecto  a  la  gestión  del  servicio  público  de comunicación audiovisual  de
ámbito autonómico o local, la norma deja claro en su artículo 38 que se realizará
mediante  gestión  directa,  y  solo  de forma “excepcional  y  transitoria”  se  podrá
contar con la colaboración de entidades o personas ajenas al ente o a la sociedad
responsable de la gestión directa del servicio.
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El artículo 40.2 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, norma básica del Estado,
establece que serán las comunidades autónomas las que determinen el modo de
gestión del servicio público, que podrá ser de gestión directa, de gestión indirecta,
o a través de otros instrumentos de colaboración público-privada, por lo que dicha
norma deja al legislador autonómico la potestad de decisión en cuanto al carácter
de la prestación del servicio público. 

No  obstante,  estimamos  que  dicha  elección  plantea  un  posible  conflicto  de
derechos ya que podría dejarse vacío de contenido el artículo 210.2 del Estatuto
de  Autonomía.  Esta  cuestión  se  hace  más  patente  en  el  ámbito  de  la
Administración Local si tenemos en cuenta el principio constitucional de autonomía
local  (artículos  137  y  140  de  la  Constitución  Española),  una  de  cuyas
manifestaciones es la capacidad de autoorganización en la prestación de servicios
que le competen, considerando las diversas formas de gestión disponibles tanto en
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local como en
la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía. A esta posible
interpretación también se suma lo recogido en el artículo 41.2 de la Ley 7/2010,
de  31  de  marzo,  al  señalar  que  corresponde  “en  su  caso,  a  los  órganos  de
gobierno local, el control de la gestión y del cumplimiento de la función de servicio
público”.

Otro  de los condicionantes que el  CES de Andalucía  quiere  traer  a colación a
propósito  del  artículo  25  del  anteproyecto  de  ley,  relativo  a  las  normas  de
programación y limitaciones de las comunicaciones comerciales,  es el uso y la
racionalización de los horarios, ya que España es hoy uno de los países europeos
que peor nota saca en este asunto. A las medidas que faciliten la conciliación de la
vida laboral y familiar, se podría unir el adelanto del informativo de tarde y, de
forma correlativa, el  prime time, tal y como ya sucede en el resto de Europa y
como lleva tiempo demandando la Comisión Nacional para la Racionalización de
los Horarios en España. 

En opinión de este órgano, y aunque esta cuestión trasciende de nuestro ámbito,
los medios audiovisuales públicos deben velar por el uso racional de los horarios,
por el descanso personal y por la conciliación. En este sentido, Andalucía podría
ser  una  Comunidad  pionera  en  el  adelanto  del  prime time,  algo  que  no  solo
beneficiaría a los adultos sino también a los niños. El 85% de los niños de entre 4 y
9 años ven la televisión en la primera franja del prime time. Entiende este Consejo
que la televisión busca ser familiar pero no puede ser a costa de perjudicar el
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rendimiento en las escuelas por falta de descanso, sin olvidar que España lidera
hoy el ranking de fracaso escolar en Europa. 

Por  último,  por  lo  que  concierne  a  los  plazos  dispuestos  en  las  distintas
disposiciones transitorias para el desarrollo reglamentario del contenido de la ley,
se estima que se trata de periodos muy largos, que se prolongan hasta los 18
meses, lo que compromete la efectividad y eficacia de la propia norma. Se fijan
estos plazos para el desarrollo de materias que carecen de la complejidad técnica
u organizativa en su aplicación que podrían justificar la dilación, pero no es el caso.
Nos  estamos  refiriendo  al  Reglamento  de  funcionamiento,  competencias  y
composición del Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía, al del Registro
de personas prestadoras de servicios de comunicación audiovisual y al Reglamento
de control y seguimiento de las obligaciones de las personas prestadoras, entre
otros. Por ello, se propone una revisión de estos plazos y fijarlos en un tiempo no
superior a 6 meses desde la entrada en vigor de la ley.
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IV. Observaciones al articulado

Artículo 3. Principios inspiradores

En el  apartado 2 de este artículo,  se tendría que recoger,  entre sus principios
inspiradores,  el  de  velar  por  el  buen uso del  espacio  radioeléctrico  como bien
común limitado.

Artículo 4. Definiciones

Con respecto a lo dispuesto en la letra h) de este artículo, dado que expresamente
se están excluyendo de entre los servicios algunos contenidos que responden a
derechos  fundamentales,  sería  de  interés  que  en  la  exposición  de  motivos  se
explicase esta exclusión.

Artículo 8. Derechos de las personas menores 

Otra cuestión que señalamos es que este artículo debe ser lo suficientemente claro
y prolijo en su desarrollo como para que todos los actores sepan cuáles son y
cómo se han de proteger estos derechos, así como cuáles son las limitaciones y
prohibiciones en cuanto a programación y publicidad. La redacción actual de este
artículo  adolece  de  cierta  indefinición,  tanto  en  relación  con  los  contenidos
audiovisuales  susceptibles  de  perjudicar  su  desarrollo,  como  en  cuanto  al
consecuente régimen sancionador que se establece, entendiendo que queda mejor
recogido en la legislación estatal.

En concreto, en la actual redacción del artículo 8.1.b), relativo a los contenidos que
puedan perjudicar seriamente el desarrollo físico, mental o moral de los menores,
nos encontramos con la falta  de una buena técnica jurídica y la utilización de
expresiones  indeterminadas,  que  necesitan  de  una  mayor  concreción  a  fin  de
poder delimitar, en su caso, con garantías jurídicas suficientes y de acuerdo con el
principio de tipicidad administrativa, aquellas conductas que supongan la emisión
de contenidos “perjudiciales para el menor”.

Artículo 9. Derechos de las personas con discapacidad

Con  relación  a  los  derechos  de  las  personas  con  discapacidad  en  nuestra
Comunidad, conviene tener presente la iniciativa puesta en marcha por el Gobierno
andaluz para aprobar en los próximos meses una nueva ley sobre los derechos y
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atención de las personas con discapacidad, para adaptar la normativa actual de la
Ley 1/1999, de 31 de marzo, de atención a las personas con discapacidad en
Andalucía,  a  los principios  y  criterios recogidos en la  Convención Internacional
sobre  los  Derechos  de  las  Personas  con  Discapacidad,  lo  que  supone  un
importante  cambio  de  enfoque  en  el  tratamiento  de  las  personas  con
discapacidad, que de estar protegidas por políticas de corte asistencial pasan a ser
auténticos sujetos titulares de derechos, estando obligados los poderes públicos a
garantizar que el ejercicio de esos derechos sea pleno y efectivo.

En atención a ello, desde este Consejo consideramos que se debe tender a igualar
las obligaciones de los operadores privados a las de los operadores públicos (de
ámbito autonómico), respecto al derecho de las personas con discapacidad visual
y auditiva, y proteger expresamente la continuidad del canal en lengua de signos
en  español  del  servicio  público  de  comunicación  audiovisual  andaluz,  con una
referencia expresa a la implantación al 100% de la programación signada. 

Igualmente,  deben  introducirse  medidas  de  accesibilidad  en  las  emisiones
radiofónicas, muy condicionadas por el tiempo y la rapidez de las locuciones, para
facilitar  el  acceso  a  las  mismas.  La  ley  debería  recoger  unos  mínimos  de
programación accesible en radio.

Artículo 10. Derecho a la alfabetización mediática e informacional con
carácter coeducativo

Respecto al apartado 3 de este artículo y tomando en consideración la necesidad
de  que  se  incorpore  en  los  contenidos  curriculares  de  las  distintas  etapas
educativas en Andalucía el derecho a la alfabetización mediática e informacional de
contenidos audiovisuales, consideramos que dicha incorporación no debe hacerse
mediante  una  “estrategia”,  sino  a  través  de  su  integración  transversal  en  el
currículo.

Artículos 11. Derecho de participación y acceso de los grupos sociales

Tal y como ya hemos señalado en las observaciones generales, no compartimos el
planteamiento  que el  anteproyecto  de ley  hace sobre el  tratamiento  dado a la
participación, y en concreto a la utilización de conceptos jurídicos indeterminados
como “entidades representativas o significativas” (artículo 11.1), “grupos sociales
interesados” (artículo 11.2), todo ello de manera ambigua y sin hacer mención a
los  agentes  económicos  y  sociales,  a  las  organizaciones  de  consumidores  y
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usuarios,  a  las  organizaciones  profesionales  del  sector  y  a  otros  colectivos  de
especial relevancia, que sí deberían contemplarse en la norma.

Por otro lado, este derecho de acceso y participación de los grupos sociales debe
incluir  por  igual  a  medios  públicos  y  privados,  y  debería  ser  el  Consejo  de
Participación  Audiovisual  de  Andalucía  quien  lo  desarrolle  y  vele  por  su
cumplimiento. Del mismo modo, y aunque se indica que la forma en la que se
ejercerá  dicho  derecho  se  establecerá  reglamentariamente,  no se  señala  plazo
para su regulación, estimándose que debería recogerse y ser lo más breve posible.

Artículo 12. Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía

Tal como se ha expresado en las observaciones generales, este articulo incorpora
una  pluralidad  de  colectivos  indeterminados,  como  por  ejemplo  “movimientos
sociales  y  culturales  independientes” (artículo  12.2),  sin  precisar  el  carácter
representativo que la normativa ampara, y si tienen o no relación directa con el
sector,  de  ahí  que  se  proponga  mencionar,  expresamente,  por  un lado,  a  las
asociaciones  de  consumidores  y  usuarios,  organizaciones  sindicales  y
empresariales,  y universidades,  y por otro, a las asociaciones profesionales del
sector, como pueden ser los colegios profesionales, consejos profesionales de los
medios  públicos  audiovisuales,  asociaciones  de  productoras  y  empresas
prestadoras de servicios de comunicación audiovisual, entre otros. En este sentido,
el abanico de organizaciones es tan amplio que la norma tiene que determinar, al
menos,  su  composición,  no  dejando  a  posterior  desarrollo  reglamentario  la
estructura de este órgano.

Consideramos, además, que es preciso aclarar las competencias que el  citado
Consejo  va  a  tener,  a  efectos  de  que  no  colisionen  con  las  que  ya  tiene
desarrolladas el Consejo Audiovisual de Andalucía, que también se define como
órgano consultivo y asesor de la Administración de la Junta de Andalucía.

Lo expresado con anterioridad sería aplicable  para  el  caso de los consejos  de
participación locales que la norma también prevé, y que no siguen los criterios de
participación institucional reiterados en estas observaciones.
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Artículo  13.  Competencias  de  la  Administración  de  la  Junta  de
Andalucía

En el apartado 1 se señalan las competencias del Consejo de Gobierno, si bien a lo
largo del texto propuesto aparecen otras, no incluidas en este listado. Por ejemplo,
lo dispuesto en el artículo 42.2.

Artículo 16. Plan Estratégico Audiovisual de Andalucía

En primer lugar hay que señalar que esta norma no prevé los mecanismos de
participación y elaboración del Plan Estratégico y del Plan de Ordenación e Impulso
del Sector Audiovisual Andaluz (artículo 17).

Además, no se establece plazo para el desarrollo del necesario reglamento que dé
contenido  y  efectividad  a  los  objetivos  fundamentales  que  se  fijan  en  el  Plan
Estratégico. Por ello, proponemos que se señale un plazo que no sea superior a los
seis meses desde la entrada en vigor de la ley, dado que el Plan de Ordenación e
Impulso del sector audiovisual se ha de formular dentro del Plan Estratégico, y
mientras  este  no  se  desarrolle,  no  se  podrá  desarrollar  el  de  Ordenación  e
Impulso.

Artículo 17. Fomento del sector audiovisual

Considera  este  Consejo  Económico  y  Social  que  la  motivación  tanto  del  Plan
Estratégico Audiovisual de Andalucía como del  Plan de Ordenación e Impulso del
sector  audiovisual  andaluz  debe  ser  la  generación  de  actividad  económica  y
productiva en este sector, fomentando el empleo estable y el apoyo a las pequeñas
y medianas empresas y a la economía social, pero nos tememos que con la tibieza
de las medidas propuestas este objetivo va a ser difícil de cumplir. 

Legislando de esta manera, no se ayuda a un sector que ha sido fuertemente
castigado por la crisis, sino que aumenta la incertidumbre de un sector necesitado
de medidas de apoyo e impulso a la industria audiovisual andaluza para, entre
otras  cosas,  ayudar  al  mantenimiento  y  creación  de  empleo  en  nuestra
Comunidad.

Además de lo manifestado con respecto a la ausencia de plazo para elaborar los
correspondientes planes, se propone que, entre las medidas que sirvan de base
para la aprobación del plan, se establezca el cumplimiento del Acuerdo por el que
se impulsa la incorporación de cláusulas sociales y ambientales en los contratos
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de la Comunidad Autónoma de Andalucía, firmado el 10 de octubre de 2016, en
los  términos  que  establece  la  Guía  para  la  inclusión  de  cláusulas  sociales  y
medioambientales en la contratación de la Junta de Andalucía.

Por último, el apartado f) de este artículo, debería recoger que no sólo se deben
favorecer las obras “grabadas” en Andalucía, sino también las “producidas” en y
desde nuestra Comunidad Autónoma.

Artículo 18. Patrimonio Audiovisual de Andalucía

Con respecto al contenido de este artículo, consideramos que deben recogerse
medidas concretas y plazo para poner en marcha este archivo, su protección y uso
adecuado. 

Artículo 19. Sistemas de medición de audiencias en Andalucía 

En opinión de este Consejo, algunas decisiones adoptadas en este ámbito causan
un daño irreparable a la función social de los medios de comunicación, así como a
la  necesaria  pluralidad  informativa  y  de  opinión  a  la  que  tiene  derecho  la
ciudadanía.

Por  ello,  proponemos  para  una  mayor  transparencia  y  rigor  en  la  toma  de
decisiones públicas en materia de medios de comunicación, que se le dé cabida a
esta cuestión dentro de las funciones del Consejo de Participación Audiovisual de
Andalucía. 

Artículo 24. Obligaciones ante la ciudadanía

El  apartado  2,  que  relaciona  las  obligaciones  de  las  personas  prestadoras  de
servicios de comunicación audiovisual frente a la violencia de género, debe ser, en
general, más rotundo. Hay actuaciones y prácticas relacionadas con la violencia de
género que entendemos que deben estar erradicadas en el ejercicio de la actividad
que desarrollan. En concreto, proponemos sustituir en la letra a), el verbo “evitar”
por “prohibir”, quedando la redacción como sigue:

“a) Se prohíbe difundir contenidos, emisión o publicidad sexista, discriminatoria,
vejatoria, estereotipada o que justifique, banalice o incite a la violencia de género.”
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Por otro lado, las obligaciones ante la ciudadanía en relación con los menores
viene a ser una reiteración de lo dispuesto en el artículo 8 del anteproyecto, por lo
que se hace necesario una homogeneización de todos estos contenidos, con un
apartado claro y concreto que hable de derechos y obligaciones en relación con el
tratamiento de los menores.

Por otra parte, hay que advertir que con la redacción dada al artículo 24.1.f) se
está prohibiendo, siempre y en todo caso, la difusión de contenidos pornográficos y
de violencia gratuita, especialmente en productos de animación. Creemos que es
necesario una mejora en su redacción para no dejar lugar a dudas de que esa
prohibición sea en todos los casos.

Artículo  25.  Normas  de  programación  y  limitaciones  de  las
comunicaciones comerciales

Además de  lo  ya  recogido  en  las  observaciones  generales  con  respecto  a  la
racionalización de los horarios, consideramos que debería incluirse un horario de
protección a las personas menores en el caso de la franja de tarde de sábados,
domingos y días festivos.

Artículo 28. Obligación de financiación de productos audiovisuales

Con  relación  a  este  artículo  consideramos  que  debe  destinarse  un  mayor
porcentaje  a  la  producción  andaluza  y  en  castellano,  hecha  por  empresas
radicadas en Andalucía para el desarrollo del sector y del empleo, priorizando a las
pymes y a la economía social.

Por  ello,  proponemos  una  modificación  de  este  artículo  para  que  en  la
reglamentación  que  se  realice  respecto  al  procedimiento  y  mecanismos  de
cómputo, se tengan en cuenta los elementos que hemos referido.

Artículo  29.  Obligaciones  de  las  personas  prestadoras  privadas  de
carácter comercial

Se propone la supresión del apartado 2 de este artículo, ya que la obligación de
facilitar  la cesión de canales de radio y televisión en abierto a un tercero, aun
cuando este esté obligado a una contraprestación económica, es una medida que
va en contra del derecho a la libre empresa y que contraviene los principios de
defensa de la competencia.
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Artículo  30.  Obligaciones  de  las  personas  prestadoras  públicas  y
comunitarias sin ánimo de lucro

Teniendo en cuenta el carácter esencial del servicio de comunicación audiovisual y
la naturaleza de las personas prestadoras a las que hace alusión el precepto, se
interesa  modificar  el  contenido  del  apartado  2.h)  para  incluir  la  gratuidad  del
teléfono de participación ciudadana.

Con relación a los temas relativos a los contratos programa contemplados en el
artículo  30.2.j),  dado  que  la  gestión  siempre  es  directa,  el  contrato  programa
debería ser obligatorio para todos los casos, sin discriminación en relación con la
población.

Asimismo,  teniendo  en  cuenta  que  la  ley  permite  que  existan  prestadores  de
servicios supramunicipales, el cómputo de habitantes no sólo debe referirse a un
municipio, sino tener en cuenta el agregado.

Artículo  31.  Restricciones  a  las  comunicaciones  comerciales
audiovisuales

Para su mejor comprensión se propone la siguiente redacción en el apartado 1 de
este artículo:

“...El cumplimiento de  las normas sobre publicidad ilícita o prohibida y sobre
protección de personas menores frente a los contenidos audiovisuales serán objeto
de especial atención”.

Artículo 33. Publicidad y protecciones específicas

Consideramos que la redacción de la letra c) del apartado 2 de este artículo queda
confusa, ya que si se  prohíbe el emplazamiento de productos en programas con
“importante audiencia infantil”, ello podría estar permitido en programas con poca
audiencia  infantil.  Además,  nada  se  dice  sobre  quién y  cómo determina si  es
importante la audiencia. 

Artículo 35. Corregulación y fomento de la autorregulación en materia
de publicidad

Entendemos  que  el  cumplimiento  de  todos  los  aspectos  relacionados  con  los
derechos  de  los  menores,  tales  como  las  comunicaciones  comerciales
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audiovisuales incluidas en programas con audiencia infantil, no debería dejarse en
modo  alguno  supeditado  solo  a  lo  que  se  determine  en  los  correspondientes
códigos de conducta, sino que ello necesariamente ha de estar previsto en una
norma legal o reglamentaria, con independencia de que pudiera estar contemplado
a través de la autorregulación. 

Artículo  41.  Suspensión  temporal  del  servicio  y  extinción  de  las
concesiones

En el apartado 2, se propone la siguiente redacción, que ya venía recogida en
anteriores  borradores  de  esta  norma,  habida  cuenta  de  la  trascendencia  del
supuesto contemplado: 

“2. Serán causas de extinción de las concesiones reguladas en este
capítulo:

a) Las previstas con carácter general para los contratos de gestión de
servicios públicos con arreglo a la normativa vigente.

b) El cumplimiento del plazo de la concesión sin haberse solicitado su
renovación o cuando ésta no fuera acordada.

c) La renuncia del concesionario.

d) Suspender las emisiones durante más de 20 días en el período de un
año, salvo autorización por parte de la consejería con competencias en
materia de medios de comunicación social.

e)  El  incumplimiento reiterado de las condiciones establecidas en la
concesión, constatado en los expedientes instruidos al efecto.” 

Artículo 44. El servicio público televisivo de ámbito local

Al igual que para la concesión administrativa del servicio público radiofónico de
ámbito local se exige una memoria del proyecto (artículo 45.1, in fine), también
sería de interés que se solicitase dicha memoria para la concesión del servicio
público televisivo de ámbito local (artículo 44.1).
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Artículo 50. Obligaciones de la actividad económica y presupuestaria

Con  el  objeto  de  utilizar  un  concepto  más  actualizado  en  el  ámbito  de  la
responsabilidad  social,  en  el  apartado  4  de  este  artículo  proponemos  que  se
sustituya  “responsabilidad  social  corporativa” por  “responsabilidad  social
empresarial”.

Artículo 51. Control de las condiciones de la prestación del servicio

Siendo práctica habitual en esta ley reproducir el contenido de la norma básica
estatal,  en  ocasiones  se  producen  modificaciones  que  alteran  el  contenido
previsto, si bien, surge la duda acerca de si dicha modificación es intencionada o
no. Esto sucede con el artículo 55.1, que establece una condición distinta a la
prevista en el marco estatal, también aplicable, pero que genera confusión.

Así, el artículo 55.1.c) señala que para realizar negocios jurídicos sobre licencias
de comunicación audiovisual se debe acreditar la emisión continuada durante dos
años consecutivos. La legislación nacional, artículo 29.2.a), dice otra cosa: “Para
la celebración de ambos negocios jurídicos deberán haber transcurrido al menos
dos años desde la adjudicación inicial de la licencia”.

Artículo 65. Infracciones graves

En el apartado 6 de este artículo, se atribuye como sancionable el incumplimiento
en un “canal”. El concepto de canal no aparece en el contenido de la ley como
sujeto de la misma, por lo que se genera una importante inseguridad jurídica, pues
habrá que recurrir a qué entiende por canal la legislación básica del Estado.

Artículo 68. Sanciones

Con respecto a lo establecido en el apartado 5 de este artículo, el  anteproyecto
amplía el  ámbito  de la  responsabilidad de una persona jurídica infractora  a la
persona que sea representante legal o miembro del equipo directivo de la misma.
Se excluye expresamente el caso del servicio público de comunicación audiovisual
y se debería proponer qué tipo de sanciones habría que adoptar también en este
ámbito.
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Artículo 70. Medidas cautelares

En el apartado 6 de este artículo, se atribuye al Consejo Audiovisual de Andalucía 
la  función del cese de contenidos, pero posteriormente no aparece especificada 
entre las 28 funciones que se le asignan en la modificación prevista en esta ley. 
Aunque se podría interpretar que forma parte del contenido de la función que 
figura con el número 18, sería más oportuno aclarar todo ello.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa

Siendo conscientes de que no puede existir un vacío legal en algunas materias, lo
cierto es que entre la disposición derogatoria y la modificación, tanto expresa como
tácita, de la Ley de Creación del Consejo Audiovisual de Andalucía, se genera una
situación  tremendamente  complicada,  por  lo  que  debería  urgirse  a  la
Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  a  que  proceda  con  inmediatez  al
desarrollo reglamentario de las distintas leyes, así como a la creación de un texto
refundido de la legislación audiovisual de Andalucía con rango de ley.
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V. Otras observaciones

- Exposición de motivos

El último párrafo indica que se contienen “dos disposiciones finales” mediante las
que se modifican la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, y la Ley 6/2005, de 8 de
abril. Dado que el anteproyecto contiene cinco disposiciones finales, para evitar
equívocos  y  si  lo  que  se  pretende  es  aludir  en  la  exposición  de  motivos
exclusivamente a esas dos disposiciones finales específicas, parece conveniente
redactar el párrafo indicado en los siguientes términos:

“Por último, y además de las seis disposiciones transitorias, se contienen, entre
las  cinco  disposiciones  finales,  dos  disposiciones,  la  primera  y  la
segunda, mediante las que se modifican…”

- Artículo 4. Definiciones

La remisión a la Ley 7/2010, de 31 de marzo, debe realizarse no con la genérica
expresión de  “legislación básica estatal”, sino indicando el título completo de la
norma, Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de Comunicación Audiovisual, al ser
la  primera  vez  que  se  menciona  esta  disposición,  y  según  lo  previsto  en  las
Directrices de técnica normativa. En consecuencia, en el artículo 8.1.c) ya sólo
deberá recogerse el número y año de la mencionada ley y su fecha. 

- Artículo 8. Derechos de las personas menores

El precepto sólo consta de apartado 1 por lo que parece más adecuado que en su
redacción se elimine el apartado.

- Artículo 10. Derecho a la alfabetización mediática e informacional con
carácter coeducativo

La redacción del apartado 3 de este precepto es confusa en lo relativo a lo que se
debe incorporar a los contenidos curriculares de las distintas etapas educativas.
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-  Artículo  13.  Competencias  de  la  Administración  de  la  Junta  de
Andalucía

La  letra  d)  del  apartado  3  de  este  precepto  alude  a  las  “autorizaciones
provisionales” referidas en el apartado 3 del artículo 45 y en el apartado 3 del
artículo  48.  Ninguno  de  estos  dos  preceptos  incluye  apartado  3.  Tampoco  la
disposición  transitoria  segunda  mencionada  en  el  artículo  se  refiere  a
“autorizaciones provisionales”. 

Desde  el  punto  de  vista  sustantivo  deben  tenerse  en  cuenta  las  dificultades
jurídicas de la figura de la “autorización provisional” y la garantía constitucional de
la  interdicción  de  la  arbitrariedad  de  los  poderes  públicos  (artículo  9.3  de  la
Constitución Española). En el texto remitido a este Consejo la citada figura parece
no recogerse.

- Artículo 24. Obligaciones ante la ciudadanía

Se debe sustituir la referencia de la letra a) del apartado primero de este precepto
a la “normativa comunitaria” por la de “normativa de la Unión Europea”.

En la letra e) puede suprimirse la diferenciación “de los y las”, pues se alude a las
personas menores de edad. 

-  Artículo  30.  Obligaciones  de  las  personas  prestadoras  públicas  y
comunitarias sin ánimo de lucro

De  conformidad  con  las  Directrices  de  técnica  normativa,  en  la  letra  a)  del
apartado segundo de este precepto debe eliminarse la expresión “de la presente
Ley”.

Por  uniformidad  en  el  estilo  de  redacción de  las  obligaciones  recogidas  en  el
apartado segundo del precepto, las obligaciones contenidas en las letras b) y e)
deberían redactarse utilizando el verbo en infinitivo.

- Artículo 32. Comunicaciones comerciales audiovisuales prohibidas

De conformidad con las Directrices de técnica normativa, en el apartado segundo
de este precepto debe eliminarse la expresión “de la presente Ley”.
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- Artículo 35. Corregulación y fomento de la autorregulación en materia
de publicidad

La locución verbal “hacer hincapié” no es muy adecuada para un texto normativo;
sería  preferible  utilizar  verbos  equivalentes  como  insistir,  recalcar,  acentuar,
destacar, subrayar.

- Artículo 36. Definición y alcance del servicio público de comunicación
audiovisual

De conformidad con las Directrices de técnica normativa, en el apartado segundo
de este precepto debe eliminarse la expresión “de la presente Ley”.

-  Artículo 37.  Fines de las personas prestadoras del  servicio  público
audiovisual

Por uniformidad en el estilo de redacción de los fines previstos en el precepto, los
contenidos  en  los  números  6  y  7  deberían  redactarse  utilizando  el  verbo  en
infinitivo.

- Artículo 38. Gestión del servicio público

La remisión del apartado 1 del precepto al artículo 41.2 de la Ley 7/2010, de 31
de marzo, debe realizarse al artículo 40.2 de la citada ley.

- Artículo 58. Órganos competentes

El  inciso  final  de  la  letra  b)  del  apartado  1  de  este  precepto,  al  aludir  a
mecanismos de colaboración mutua entre los órganos competentes mencionados
en  las  letras  a)  y  b)  debería  ir  en  párrafo  aparte  y  no  conjuntamente  con  la
redacción de la citada letra b).

El  apartado  2,  letra  a),  subapartado  vi)  debe decir  “apartados 1,2,  4  y  5 del
artículo 66 de la presente ley”.

El apartado 2, letra c), subapartado vi) debe decir “apartado 1 y 3 del artículo 66
de la presente ley”.
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- Artículo 59. La actividad inspectora

En el apartado 1 de este precepto la palabra “mininos” referida a los estándares
de calidad debe sustituirse por “mínimos”.

- Artículo 61. Facultades de la inspección

Las remisiones a los apartados 1 b) y 1 c) del artículo 71 recogidas en la letra f) de
este precepto deben realizarse a los apartados 1 a) y 1 b) del artículo 71. 

- Artículo 62. Auxilio a la labor inspectora

En el apartado primero de este precepto, si se quiere indicar que la necesidad de 
la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado se refiere tanto
a la prestación de auxilio como de colaboración, el verbo y el adjetivo deben ir en
plural y en masculino: 

“…los cuales procurarán prestar su auxilio y colaboración, cuando  estos sean
necesarios para el desarrollo…”

- Artículo 65. Infracciones graves

La infracción recogida en el número 1 remite al apartado 3 del artículo 8 y este
precepto no consta de apartado 3.

- Artículo 72. Responsabilidad por los hechos infractores

En el apartado 2 de este precepto debe suprimirse la expresión  “de la presente
Ley” que sigue a la referencia al artículo 66.

-  Disposición adicional  segunda.  Participación en la  planificación del
espacio radioeléctrico de Andalucía 

Se debe eliminar el nombre de la Ley 7/2010, de 31 de marzo.

-  Disposición  transitoria  tercera.  Decreto  por  el  que  se  regula  el
régimen de funcionamiento, competencias y composición del Consejo
de Participación Audiovisual de Andalucía

El  contenido  de  esta  disposición,  que  reitera  lo  prevista  en  el  artículo  12  del
anteproyecto de ley y regula la elaboración del reglamento de funcionamiento del
Consejo  de  Participación  Audiovisual  de  Andalucía  (creado  por  el  propio
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anteproyecto de ley) parece más en consonancia con la naturaleza de disposición
final que de disposición transitoria.

- Disposición final cuarta. Código interno regulador

La remisión de esta disposición al apartado primero del artículo 30 debe realizarse
a la letra a) del apartado segundo del artículo 30.

Se recomienda una revisión general del texto (especialmente del índice) desde el
punto de vista de las indicaciones recogidas en las Directrices de técnica normativa
(Resolución  de  28  de  julio  de  2005,  BOE  de  29  de  julio).  Además,  no  hay
correspondencia exacta entre el índice y el contenido de la norma (el Capítulo I del
Título II del índice no figura con su denominación; los nombres del Título II y sus
capítulos no figuran en negrita, los nombres de las secciones 1ª, 2ª y 3ª deben ir
en mayúscula y sin negrita, etc…).

De acuerdo con las mencionadas Directrices de técnica normativa, la subdivisión
de los capítulos en secciones es opcional y sólo procederá en los supuestos de
capítulos “muy extensos y con partes claramente diferenciadas”, por lo que no
parece adecuado diferenciar una Sección 1ª dentro del Capítulo II del Título VI sin
que exista ninguna otra sección.

En similar sentido, las directrices citadas indican que la ordenación interna de la
parte dispositiva relativa a las disposiciones generales debe respetar el siguiente
orden: objeto, definiciones, ámbito de aplicación. De conformidad con lo anterior el
artículo 2 (ámbito de aplicación) debería situarse con posterioridad al artículo 4
(definiciones). Ese es el orden seguido también por la norma estatal (Ley 7/2010,
de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual).

Se debe valorar la conveniencia de seguir la recomendación de la RAE de suprimir
la tilde diacrítica en los pronombres demostrativos.
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 CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN LOCAL 
Y MEMORIA DEMOCRÁTICA 
Dirección General de Comunicación Social 

 
OBSERVACIONES AL DICTAMEN 6/2017 EMITIDO POR EL CONSEJO ECONÓMICO Y 
SOCIAL DE ANDALUCÍA EN RELACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY AUDIOVISUAL DE 
ANDALUCÍA 

 
 

Analizadas las observaciones contenidas en el dictamen 6/2017, trasladado por el Consejo 
Económico y Social de Andalucía (en adelante CES), en relación al Anteproyecto de Ley Audiovisual de 
Andalucía y recibido oficialmente en esta Dirección General de Comunicación Social el pasado 26 de 
junio, se realizan por este Centro Directivo las siguientes observaciones: 

 
En el presente documento sólo se hará referencia a las realizadas por el CES que no se hayan 

incorporado a la nueva redacción del citado Anteproyecto de Ley, debiéndose entender que el resto han 
sido íntegramente admitidas. 

 
SOBRE LAS OBSERVACIONES GENERALES CONTENIDAS EN EL DICTAMEN: 
 
En relación con este apartado, cabe realizar las siguientes aclaraciones: 
 
.- En el primer párrafo de la página 12 del dictamen, se alude a la necesidad de favorecer la 

redacción del "Estatuto de la Comunicación". A este respecto, se comparte dicha necesidad, si bien 
debido al orden competencial establecido, esta regulación debe realizarse mediante ley estatal, por lo 
que no cabe incluirlo en el texto del anteproyecto de ley audiovisual de Andalucía. 

 
.- En el segundo párrafo de la misma página 12, se hace referencia a que deberá garantizarse 

el acceso a las nuevas plataformas de difusión del mensaje. En relación con esta cuestión, cabe 
recordar la definición que realiza el apartado 2 del art. 2 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General 
de la Comunicación Audiovisual, que circunscribe las modalidades del servicio de comunicación 
audiovisual al televisivo y al radiofónico, incluyendo las modalidades a petición o en movilidad. Por ello, 
actualmente no se contemplan las redes sociales como servicios de comunicación audiovisual. En el 
caso de observarse esta necesidad, deberá ser el legislador estatal quien regule este ámbito. 

 
.- En los párrafos primero al cuarto de la página 13, se propone que el derecho de acceso 

afecte por igual a medios públicos y privados, debiendo ser el Consejo de Participación Audiovisual de 
Andalucía quien lo desarrolle y vele por su cumplimiento, además de sugerir que se determine en el 
anteproyecto de ley, al menos, la composición y las competencias que tanto el citado Consejo como los 
Consejos de Participación Locales vayan a tener. Son reseñables en este sentido las siguientes 
consideraciones: 

 
- Respecto de la aplicación del derecho de acceso a los medios privados, el título III del 

anteproyecto de ley recoge en su artículo 22 que los servicios de comunicación audiovisual cuya 
prestación se otorgue por licencia tienen la consideración de servicios de interés general. Por 
otro lado, el título IV, artículo 40, define el servicio público de comunicación audiovisual como un 
servicio esencial de interés económico general distinto al que se concede por licencia. 

- Por su parte, en el apartado 3 del artículo 20 de la Constitución Española de 1978 se 
mandata a la ley la regulación del derecho de acceso a los medios por parte de los grupos 
sociales y políticos significativos.  
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Es por ello que la opción legislativa tomada es el respeto pulcro al literal del texto 

constitucional, máxime cuando la propia ley audiovisual estatal distingue entre la actividad audiovisual 
pública y privada, en consonancia con la garantía de libre mercado para los agentes económicos 
privados. Ampliar el derecho de acceso a los servicios de comunicación audiovisual privados podría 
vulnerar lo dispuesto en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. 

Asimismo, la disposición final primera del anteproyecto de ley, por la que se modifica el artículo 
4 de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, de creación del Consejo Audiovisual de Andalucía, incorpora 
como una de las funciones de dicho Consejo “garantizar el ejercicio efectivo del derecho de acceso a 
los servicios públicos y comunitarios sin ánimo de lucro de comunicación audiovisual, de las entidades 
representativas o significativas de la diversidad política, social y cultural de Andalucía y de cada 
localidad o territorio, en su caso, respetando el pluralismo de la sociedad.” 

 
.- En los párrafos tercero y cuarto de la página 14 se hace referencia a la posibilidad de 

adelantar el “prime time” para favorecer la conciliación de la vida laboral y familiar. En este sentido, la 
regulación que se hace en la ley 7/2010 tiene el carácter de básica, por lo que, siguiendo además lo 
contenido en el informe del Gabinete Jurídico sobre el anteproyecto de ley, se ha optado por respetar 
las franjas horarias establecidas en la norma estatal. 

 
.- En el párrafo primero de la página 15 se propone una revisión de los plazos dispuestos en las 

disposiciones transitorias para el desarrollo reglamentario, fijándolos en un tiempo no superior a 6 
meses. De acuerdo con la recomendación del informe del Gabinete Jurídico sobre el anteproyecto de 
ley audiovisual de Andalucía, de unificar los plazos para acometer dicho desarrollo, se ha optado por 
realizar dicha unificación. 
 
 No obstante, resulta necesario matizar la afirmación contenida en el dictamen del CES, donde se 
indica que las materias carecen de complejidad técnica u organizativa en su aplicación. En este 
sentido, se recuerda que es la primera vez que se regula con rango de ley en Andalucía una política tan 
compleja como la audiovisual, que además, converge con competencias estatales en muchos de sus 
puntos. 

Ello obliga a realizar un estudio profundo de la realidad jurídica en cada desarrollo 
reglamentario. Además, para llevar a cabo una planificación que atienda al principio de economía y 
eficacia, se prevé la aprobación de reglamentos amplios en su contenido que incluyan múltiples 
aspectos, entre los que se encuentra el registro de personas prestadoras o el control y seguimiento de 
las obligaciones de las personas prestadoras; es decir, reglamentos que agrupen varias materias para 
las que la ley prevé su desarrollo reglamentario. 

 
Por tanto, el plazo de seis meses propuesto resulta claramente insuficiente para aprobar una 

normativa con garantías de calidad y seguridad jurídica. 
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SOBRE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO CONTENIDAS EN EL DICTAMEN: 
 
Artículo 8. Derechos de las personas menores. 

 
En relación a la observación realizada a este artículo, el informe del Gabinete Jurídico al 

anteproyecto de ley audiovisual de Andalucía lleva a cabo una serie de recomendaciones sobre el uso 
de la técnica de la lex repetita. 

 
Atendiendo a dichas consideraciones, se ha optado por no reproducir los preceptos ya incluidos en 

la norma básica y elaborar un artículo que contenga únicamente las novedades autonómicas en esta 
materia. 
 
 Artículo 9. Derechos de las personas con discapacidad. 
  

Al respecto de lo expuesto en el dictamen sobre este artículo, el texto ya supone un avance 
significativo respecto de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 7/2010. Dicha ampliación del horario 
subtitulado y audiodescrito supondrá un considerable esfuerzo para el sector audiovisual privado 
andaluz respecto del estatal, por lo que se ha considerado este límite como el más apropiado para no 
vulnerar el principio de garantía de unidad de mercado.  

 
Además, las organizaciones que agrupan al colectivo de personas con algún tipo de discapacidad 

no han presentado alegaciones a este artículo. 
 
 Artículo 11. Derecho de participación y acceso de los grupos sociales. 
 
 La observación realizada por el CES se ha admitido parcialmente, concretándose los grupos 
recogidos en la misma en la nueva versión del texto del anteproyecto de ley. La parte no incorporada al 
texto se ha justificado en la argumentación del presente informe a las observaciones generales del 
Dictamen del CES. 
 
 Artículo 12. Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía. 
 

Lo expresado en relación con este artículo ha sido ya tratado en la respuesta a las observaciones 
generales. No obstante, se han incluido los grupos recogidos en el dictamen del CES en la nueva 
redacción del anteproyecto de ley. 

 
 Artículo 13. Competencias de la Administración de la Junta de Andalucía. 
 
 La competencia del Consejo de Gobierno a la que hace referencia el dictamen del CES está 
recogida en el apartado 1.b) del artículo 13 del texto del anteproyecto, al contemplar tanto el 
otorgamiento de licencias (para la prestación privada comercial del servicio) como de concesiones 
(para la prestación del servicio público de comunicación audiovisual). 
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 Artículo 16. Plan Estratégico Audiovisual de Andalucía y artículo 17. Fomento del 
sector audiovisual. 
 
 En relación con lo observado en el dictamen del CES sobre estos artículos, se recuerda que en el 
apartado 1.c) del artículo 45 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, se recoge, con carácter general, la obligación de dar audiencia, es decir, de 
incorporar un mecanismo de participación en la elaboración de toda disposición que afecte a los 
derechos e intereses legítimos de la ciudadanía. 
 
 Sobre el plazo, se estará a lo dispuesto con carácter general para el desarrollo reglamentario de 
la ley. 
 
 Artículo 18. Patrimonio audiovisual de Andalucía. 
 
 En este artículo no se pretende poner en marcha un archivo, sino establecer la normativa de 
aplicación a los activos audiovisuales que posean interés para la Comunidad Autónoma, previéndose 
un desarrollo reglamentario para articular los mecanismos de gestión de dichos activos. 
 
 Artículo 19. Sistema de medición de audiencias en Andalucía. 
 

Se estudiará la propuesta del CES en este artículo durante la fase de elaboración del reglamento 
que regule las funciones del Consejo de Participación Audiovisual de Andalucía, al considerarse materia 
susceptible de desarrollo reglamentario. 

 
Artículo 25. Normas de programación y limitaciones de las comunicaciones 

comerciales. 
 
Lo expresado en relación con este artículo ha sido ya argumentado en la respuesta a las 

observaciones generales. 
 
Artículo 28. Obligación de financiación de productos audiovisuales. 
 

Se valorará esta propuesta en el momento de elaboración de la norma reglamentaria 
correspondiente, haciéndose notar, no obstante, el compromiso con la producción independiente 
andaluza que se incluye en el anteproyecto de ley destinándole un porcentaje mínimo del 50% de la 
financiación destinada a la producción en castellano. 
 

Artículo 29. Obligaciones de las personas prestadoras privadas de carácter comercial. 
 

Respecto de la interpretación que se realiza en el dictamen del CES sobre este artículo del 
anteproyecto de ley, resulta necesario aclarar que la obligación de facilitar los canales se limita a 
establecer una negociación y fijar una contraprestación económica, sin que se establezca nada al 
respecto del resultado de ese proceso, más allá de la participación del órgano directivo competente en 
materia de medios de comunicación social como mediador. 
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Artículo 30. Obligaciones de las personas prestadoras públicas y comunitarias sin 
ánimo de lucro. 

 
En relación a la observación realizada sobre el artículo 30.2.j), se informa que no se ha 

establecido la obligación de disponer de un contrato programa en todos los casos atendiendo al 
principio de proporcionalidad, en virtud del cual resultaría extremadamente gravoso desarrollar dicho 
contrato en municipios pequeños que no disponen de los recursos necesarios para ejecutarlo, lo que 
podría provocar que se redujera la prestación de estos servicios públicos. 

 
Artículo 33. Publicidad y protecciones específicas. 
 

Se admite parcialmente la observación realizada, dando una nueva redacción al apartado c) de 
este artículo que aclara que, más allá de la programación infantil establecida en la ley estatal básica, el 
anteproyecto de ley amplía la protección a aquellos programas fuera de dicha programación que 
tengan un porcentaje de audiencia infantil importante sobre la audiencia total del programa. Dicho 
porcentaje se calculará a partir de los informes de audiencia infantil, siendo el Consejo Audiovisual de 
Andalucía el órgano competente para determinar si el porcentaje es o no importante, en virtud de lo 
establecido en los apartados 6 y 18 del artículo 4 de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre, de creación 
del Consejo Audiovisual de Andalucía. 

 
Artículo 35. Corregulación y fomento de la autorregulación en materia de publicidad. 
 

Con respecto a la petición de que se prevean en una norma legal o reglamentaria medidas de 
cumplimiento relacionadas con los derechos de los menores, el anteproyecto de ley audiovisual de 
Andalucía contiene varios preceptos mediante los que se protegen legalmente estos derechos en 
relación con las comunicaciones comerciales audiovisuales, tales como los artículos 8. b) y 33.2 del 
citado anteproyecto.  

 
Artículo 41. Suspensión temporal del servicio y extinción de las concesiones. 
 

En relación a esta observación, la opción legislativa tomada ha seguido la recomendación 
realizada desde el Gabinete Jurídico de incorporar el contenido recogido en este artículo en anteriores 
borradores en el correspondiente desarrollo reglamentario. 

 
Artículo 44. El servicio público televisivo de ámbito local. 
 

A este respecto, es necesario recordar que, a diferencia del servicio público radiofónico de 
ámbito local, que es un servicio de gestión municipal, el servicio público televisivo de ámbito local 
conlleva la gestión por una entidad que engloba tanto prestadores privados, como una entidad pública 
formada por los municipios de la demarcación de TDT local con interés en prestar dicho servicio. Este 
es el motivo de no contemplar una memoria del proyecto, puesto que, en función del estado de 
tramitación administrativa de la demarcación de TDT local, ese proyecto puede preexistir, por lo que las 
entidades locales interesadas en prestar el servicio sólo tendrán que incorporarse al mismo, sin 
necesidad de presentar uno propio y diferenciado. 
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Artículo 51. Control de las condiciones de la prestación del servicio. 
 
 En relación a esta observación, se indica que la modificación introducida respecto a lo 
establecido en el artículo 29 de la Ley 7/2010 es intencionada y se realiza con base en las 
competencias de desarrollo de dicha legislación estatal básica. El propósito es precisamente favorecer 
que las licencias otorgadas sean efectivamente explotadas, al menos, durante dos años, antes de ser 
utilizadas para realizar cualquier tipo de negocio jurídico, evitando así, en la medida de lo posible, la 
especulación con las adjudicaciones de licencias como mero activo empresarial, olvidando tanto los 
compromisos adquiridos al conseguir la licencia como su función social. 
 
 Artículo 65. Infracciones graves. 
 
 Acerca de la consideración realizada sobre este artículo, cabe señalar que el concepto de canal 
se define en el apartado 8 del artículo 2 de la Ley 7/2010. Se considera que se realiza un uso correcto 
de la técnica jurídica “lex repetita”, como así lo hace notar en su informe al anteproyecto de ley el 
Gabinete jurídico. Por ello, en el anteproyecto de ley no se repite una definición que obligaría a 
mantener sincronizadas las actualizaciones que se realicen en dicha Ley 7/2010. 

 
 Artículo 68. Sanciones. 
 
 La razón por la que se excluye expresamente el caso del servicio público de comunicación 
audiovisual del apartado 5 de este artículo es que está contemplado en el apartado 1 del artículo 72 
del anteproyecto de ley. El motivo de ello es que no se recoge una responsabilidad “accesoria” sobre 
las personas físicas que desde sus órganos de dirección, actuando a su servicio o por ellas mismas, 
determinen con su conducta la comisión de la infracción, sino que se las hace responsables directas de 
la propia infracción. 
 
 Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
 
 Al respecto de lo observado en este apartado, se comparte la necesidad de elaborar un texto 
refundido de la Ley 1/2004, de 17 de diciembre; no obstante, debe ser el Parlamento de Andalucía el 
que realice dicho encargo al Consejo de Gobierno. En relación con el desarrollo reglamentario, se 
realizará a la mayor brevedad posible, priorizando los más necesarios. 
 
SOBRE LAS OTRAS OBSERVACIONES DEL DICTAMEN 
 
Artículo 10. Derecho a la alfabetización mediática e informacional con carácter 
coeducativo. 
 
 En relación a la sugerencia del CES relativa al apartado 3 del artículo, resulta conveniente aclarar 
que serán las correspondientes estrategias las que determinarán los contenidos curriculares de las 
distintas etapas educativas sobre estos derechos. 
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OBSERVACIONES AL DICTAMEN 460/2017 EMITIDO POR EL CONSEJO CONSULTIVO DE 
ANDALUCÍA EN RELACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY AUDIOVISUAL DE ANDALUCÍA 

 
 

El Dictamen 460/2017 del Consejo Consultivo de Andalucía, en adelante CCA, cuyo objeto es 
el Anteproyecto de Ley Audiovisual de Andalucía contiene unos Antecedentes de Hecho que recogen la 
cronología de tramitación superada por el Anteproyecto hasta su entrada en el CCA. A estos 
Antecedentes de Hecho le siguen los Fundamentos Jurídicos del Dictamen en los que se incluye una 
somera descripción del Anteproyecto; un análisis del marco constitucional, estatutario, así como una 
revisión del Derecho de la Unión Europea al que responde la regulación (sección I); un análisis de la 
tramitación seguida por la Consejería de la Presidencia (actualmente denominada de la Presidencia, 
Administración Local y Memoria Democrática), apartado en el que el CCA reitera que la tramitación 
resulta ejemplar a la hora de reconocer el derecho a la participación de la ciudadanía en la elaboración 
del Anteproyecto (sección II); y 2 observaciones generales seguidas de 38 particulares (sección III) 
sobre el texto del Anteproyecto sometido a Dictamen. Por último, el Dictamen una sección de 
Conclusiones en las que se indica: 

I.- Que la Comunidad Autónoma tiene competencia para dictar la Ley. 
II.- Que el procedimiento de elaboración de la norma se ha ajustado a Derecho. 
III.- Que, en términos generales, el Anteproyecto de Ley respeta el ordenamiento jurídico, 

formulando no obstante una serie de observaciones que se dividen en 3 apartados: A), B) y C). En el 
apartado A) se señalan las disposiciones que podrían contravenir el ordenamiento jurídico, incluyendo 
6 observaciones. En el apartado B) se exponen las objeciones de técnica legislativa que deben 
atenderse, incluyendo 14 observaciones. Finalmente, en el apartado C) se realizan observaciones de 
técnica legislativa, incluyendo 27 observaciones. 

 
Analizadas las observaciones contenidas en el Dictamen, recibido oficialmente en esta 

Dirección General de Comunicación Social el pasado 31 de julio, se realizan por este Centro Directivo 
las siguientes observaciones: 

 
 

SOBRE LAS OBSERVACIONES GENERALES CONTENIDAS EN EL DICTAMEN: 
 
En relación con este apartado, se señala que han sido atendidas las dos observaciones 

generales incluidas en el Dictamen, procediéndose a realizar una revisión del texto desde el punto de 
vista gramatical y ortográfico. Por otro lado, desde la Dirección General de Comunicación Social se 
interpreta que el CCA avala el uso que ha realizado en el texto del Anteproyecto de la técnica legislativa 
lex repetita, por cuanto no identifica, en este punto la necesidad de modificar ningún elemento concreto 
del texto del Anteproyecto. Estas dos observaciones generales se incluyen en el apartado C de las 
Conclusiones del Dictamen 460/2017 del CCA. 

 
 
 

 
SOBRE LAS OBSERVACIONES PARTICULARES CONTENIDAS EN EL DICTAMEN: 
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En relación con este apartado, se señala que han sido atendidas la práctica totalidad de las 38 
observaciones particulares incluidas en el Dictamen, concretamente, han sido atendidas las 6 del 
apartado A), las 14 del apartado B) y 24 de las 27 incluidas en el apartado C) de las Conclusiones del 
Dictamen. Sólo se ha considerado que no resulta conveniente atender un subapartado de la 
observación 1), al considerarse que el uso de una expresión más coloquial para “derecho a la 
alfabetización mediática e informacional con carácter coeducativo” que se solicita menoscabaría el 
significado completo de la expresión, así como las observaciones 8) y 10) del citado apartado C, por 
cuanto hacen referencia a una posible desubicación de preceptos que, desde la Dirección General de 
Comunicación Social, se interpreta que, si bien podrían ubicarse en otros puntos del texto del 
Anteproyecto, también es razonable mantener su ubicación por cuanto existe una cierta relación lógica 
con los preceptos cercanos. 

 
A continuación, se relacionan los principales cambios introducidos en el texto del Anteproyecto 

como consecuencia de atender las observaciones incluidas en el Dictamen: 
.- Se ha completado la exposición de motivos. 
.- Se ha eliminado la disposición adicional segunda y se han convertido dos disposiciones 

transitorias en finales. Esto produce un texto con una sola disposición adicional, 3 disposiciones 
transitorias, una derogatoria y 8 finales. 

.- Se ha eliminado el principio inspirador del art. 2.1.i) (referido a la separación entre informaciones 
y opiniones, recogido como derecho en el art. 4.6 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual). 

.- Se ha añadido como definición en el art. 3.1.f) la participación significativa, antes contenida en el 
art. 15.3. 

.- Se ha modificado el art. 8.c) transformando las limitaciones en prohibiciones. 

.- Se ha adecuado el art. 13.2 al Dictamen. 

.- Se ha introducido la necesidad de autorizar, por parte del órgano directivo competente en materia 
de medios de comunicación, la utilización de nuevos formatos en los supuestos en que implique una 
modificación de las condiciones de prestación de los servicios de comunicación audiovisual fijadas en 
los correspondientes títulos habilitantes (art. 13.3.b) y art. 22.2). 

.- Se ha establecido la periodicidad del Plan de Ordenación e Impulso del Sector Audiovisual 
(POISA), fijada a 2 años, dentro del Plan Estratégico Audiovisual de Andalucía que se formula cada 4 
años. 

.- En el art. 27 se ha eliminado la referencia a las producciones realizadas en Andalucía, 
manteniendo sólo las que difundan la cultura andaluza, por cuanto el CCA considera que podría ser 
anticonstitucional. 

.- En el art. 28 se ha eliminado la referencia a las obras de productoras independientes en 
Andalucía, sustituyéndola por obras que difundan la cultura andaluza, por el mismo motivo anterior. 
También se ha introducido un nuevo apartado para eximir de la obligación de financiación a las 
microempresas, en línea con lo incluido en la futura modificación de la Directiva de servicios de 
comunicación audiovisual (Directiva 2010/13/UE). 

.- Se ha concretado el ámbito de algunos desarrollos reglamentarios (art. 41.2). 

.- Se ha eliminado la referencia a la competencia estatal en materia de telecomunicaciones del art. 
57.3. 

.- Se ha adaptado el art. 61.1.a) para aclarar que sólo se requiere autorización judicial para la 
entrada en el domicilio constitucionalmente protegido. 

.- Se ha mejorado la regulación de la reincidencia recogida en el art. 68.1.c). 

.- Se ha mejorado la redacción del art. 68.5 para que resulte más claro. 
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.- Se ha previsto fijar la duración de los plazos de precintado e incautación reglamentariamente, 
apartados 2 y 3 del art. 71. 

.- Se ha eliminado el art. 71.4 ante la enorme dificultad que implica concreta las “medidas de 
acción positiva” y la inseguridad jurídica que ello conlleva como medida sancionadora accesoria. 

 
 
 
 

                      EL DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL  
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